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Artículo 2: La Comisión de Contrataciones del Ministerio del Poder Popular 
de Obras Públicas queda conformada de la siguiente manera:

Á R EA  LEGAL:

- Ciudadana FANNY JO SEFINA  AVARIANO, C.l. N° V-6.348.265, 
Miembro Principal.

Ciudadano ENRIQUE JO SÉ RÜÍZ ESPINOZA, C.l. N° 6.732.804, 
Miembro Suplente.

Á R E A  T É C N IC A :
Ciudadano GERARDO ENRIQUE MALDONADO JUAREZ,
C.l. N° V-14.718.523, Miembro Principe!,

-  Ciudadano JA V IE R  A fiEttANSRO : DELCI REGALADO,
C.l. N° V-14.992.292, Miembro Suplente.

Á REA ECONÓMICO - FINANCIERA:

- Ciudadana BETSY C ARO LINA G ARCÍA RODRÍGUEZ,
C.l. N °V -15.544.638, Miemtjro .Principal.

-  Ciudadana MIRIAM EfcfeS^FÍÓ SRÍG U EZ REA, C.l. N° V-6.301.799, 
Miembro Suplente.

SECRETARIA:

- Ciudadana M ARÍA C ARO LINA MORILLO TENÍAS,
C.l. N° V -8.181.106, Miembro Principal.

-  Ciudadano WILBERsOiucEDUARDOr £ VO LCANES RAMOS,
C.l. N °V-26JÍ38.108, ^ Í 8 | ^ p ^ t p | ^ , v 3; ,

Artículo 5 ' i-a Secretarla de'tá“ Comisión de Contrataciones ejercerá las 
atribuciones que le correspondan de acuerdo con lo establecido en el Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Contrataciones Públicas vigente y su 
Reglamento.

y 25 numeral 8 del Decreto N° 1.439 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bollvariana, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela Extraordinaria N° 6.156 de fecha 19 de 
noviembre de 2014,

RESUELVE

ÚNICO: Efectuar el siguiente nombramiento:

COMANDANCIA GENERAL PE LA GUARDIA NACIONAL BOLIVARIANA
SEGUNDO COMANDO Y JEFATURA DE ESTADO MAYOR 
Comando de Vigilancia Costera

-  General de División JESÚS RAMÓN RONDÓN MATA, C.l. N° 9.973.073,
Comandante, e/r del General de División ASCENSIÓN JOSÉ GARCÍA CABALLERO, 
C.I. N° 6.642.521.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA DEFENSA 

DESPACHO DEL MINISTRO

Artículo V . La ausencia de OÚaí<|¡íjerá de los Miembros será cubierta por el 
respectivo suplente y en sus reuniones se resolverá de acuerdo a lo previsto 
en el Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Contrataciones Públicas 
vigente y su Reglamento.

Artículo 5 .  La presente Resolución entrará en vigencia a  partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial dáiáTíópübiíca Bollvariana de Venezuela.

Comuniqúese y Pub líquM K j

COLL

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA LA DEFENSA

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA DEFENSA 

DESPACHO DEL MINISTRO

Caracas, 07JUL2017
207°, 158° y 18°

RESOLUCIÓN N° 019838
Por disposición del Ciudadano Presidente de la República Bolivariana de 

Venezuela y Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 78 numeral 19 del Decreto N° 1.424 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública de fecha 
17 de noviembre de 2014, en concordancia con lo establecido en los artículos 24,

Caracas, 07JUL2017
207°, 158® y 18°

RESOLUCIÓN N °019840
Por disposición del Ciudadano Presidente de la República Bolivariana de 

Venezuela y Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional Bollvariana, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 numeral 19 del Decreto N° 1.424 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública de fecha 
17 de noviembre de 2014, en concordancia con lo establecido en los artículos 24 
y 25 numeral 8 del Decreto N° 1.439 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela Extraordinaria N° 6.156 de fecha 19 de 
noviembre de 2014,

RESUELVE

ÚNICO: Efectuar los siguientes nombramientos:

COMANDO ESTRATÉGICO QPERACIONAL
SEGUNDO COMANDO Y JEFATURA DE ESTADO MAYOR CONJUNTO 
Dirección de Comunicaciones de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana.

34 Brigada de Comunicaciones Estratégicas "General en Jefe José Tadeo 
Monadas"
-  General de Brigada NEFTALÍ RODRÍGUEZ GÓMEZ, C.l. N° 

6.139.232, Comandante, e/r del General de Brigada FRANCISCO JOSÉ 
MARTÍNEZ CARDONA, C.l. N° 6.495.194.

División JIMM Y,  SALVADOR

Brigada de Comunicaciones Audiovisuales 4 de Febrero "Dia de la Dignidad"

-  Coronel RAFAEL ÁNGEL SUÁREZ RODRÍGUEZ, C.l. N° 9.795.711,
Comandante, e /r del General de 
BETANCOURT DELGADO, C.L:N°. 6.270.360.

Comuniqúese y publíquese. '
Por el Ejecutivo Nacional, ,, f

Tpai/rin o  Ló pez  
General en Jefe 

fistro del Poder Popular 
para la Defensa
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REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA DEFENSA 

DESPACHO DEL MINISTRO

Caracas, n 7 JV' 2017
207°, 158° y 18°

RESOLUCIÓN N° _OiS841
Por disposición del Ciudadano Presidente de la República Bolivariana de 

Venezuela y Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 78 numeral 19 del Decreto N° 1.424 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública de fecha 
17 de noviembre de 2014, en concordancia con lo establecido en los artículos 24 
y 25 numeral 8 del Decreto N° 1.439 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana Venezuela Extraordinaria N° 6.156 de fecha 19 de 
noviembre de 2014,

RESUELVE
UNICO: Efectuar el siguiente nombramiento:

INSPECTORÍA GENERAL DE LA FUERZA ARMADA NACIONAL
BOLIVARIANA

- Mayor General JOSÉ TEMÍSTOCLES MORANTES TORRES C.I. N° 
8.037.021, Inspector General, e/r Mayor General CARLOS ALBERTO OSORIO 
ZAMBRANO C.I. N° 6.397.281.

Comuniqúese y publíquese> ^ ^  7:;.^ ' >
Por el Ejecutivo Nadona/Ú Ú '> ,* ' *,.

í i
ADIMIR PADRINO LOPEZ 

General en Jefe! 
Ministro del Poder Popular 

para la Defensa

CAJA DE AHORRO Y BIENESTAR SOCIAL 
Policlínica CABISOGUARNAC
-  General de Brigada JUAN ALBERTO RAMOS FARIA, C.I. N° 9 .7 2 9 .5 0 6 ,

Director, e/r del General de División GIOVANNI BACILE BACILE, C.I. N° 
6.446.248.

SEGUNDO COMANDO Y JEFATURA DE ESTADO MAYOR 
Dirección de los Servicios para el Mantenimiento del Orden Interno

-  General de División LUIS EDUARDO URBINA SAAVEDRA, C.I. N° 
9.236.682, Director, e /r del Mayor General RICHARD JESÚS LÓPEZ VARGAS. 
C.I. N° 6.166.221.

Dirección de Personal

-  General de División BELTRÁN JOSÉ GONZÁLEZ GONZÁLEZ, C.I. N° 
6.898.712, Director, e /r del General de División LUIS GUSTAVO GRATEROL 
CARABALLO, C.I. N° 6.925.366.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA DE LA DEFENSA 

"MÜRÓNTÓ: CENTRO DE INNOVACIÓN PARA EL DESARROLLO"

Providencia Administrativa N° 043

Caracas, 24 de Mayo de 2017

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA LA DEFENSA 

DESPACHO DEL MINISTRO

Caracas, 07JUL2017
207°, 158° y 18°

RESOLUCIÓN N° 019837
Por disposición del Ciudadano Presidente de la República Bolivariana de 

Venezuela y Comandante en Jefe de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 78 numeral 19 del Decreto N° 1.424 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública de fecha 
17 de noviembre de 2014, en concordancia con lo establecido en los artículos 24, 
y 25 numeral 8 del Decreto N° 1.439 con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica 
de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela Extraordinaria N° 6.156 de fecha 19 de 
noviembre de 2014,

RESUELVE

UNICO: Efectuar los siguientes nombramientos:

COMANDANCIA GENERAL DE LA GUARDIA NACIONAL BOLIVARIANA
JUNTA PERMANENTE DE EVALUACION

-  General de División DELVER JESÚS FREITES GIMÉNEZ, C.I. N° 7.582.571,
Presidente, e/r del General de División BELTRÁN JOSÉ GONZÁLEZ GONZÁLEZ, 
C.I. N° 6.898.712.

Quien suscribe ciudadano THOMÁS ANDREA SCHWAB ROMANIUK,
venezolano, mayor de edad y titu lar-de la cédula de identidad N° V- 
9.251.560, en su condición de presidente de "Müróntó: Centro de 
Innovación para el Desarrollo" según consta én Resolución Ministerial N° 
001994 publicada en Gaceta Oficial N° 40.232 de feeha 20 de agosto de 2013, 
adscrita al Ministerio del Poder Popular para la Defensa como lo señala el 
Decreto N° 80 publicado en la Gaceta, Oficial N° 40.166 de fecha 14 de Mayo 
de 2013 con reforma parcial establecida en Decreto N° 526 publicado en 
Gaceta Oficial N°40.312 de fecha 10 de diciembre de 2013; en uso de las 
atribuciones conferidas, y dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 
10 de la Ley de Contrataciones Públicas'vigente, en concordancia con el 
artículo 15 del reglamento respectivo, dicta lo siguiente:

Providencia Administrativa

A rtícu lo  I o: Se reforma la Comisión de Contrataciones de "Müróntó: Centro 
de Innovación para el Desarrollo", la cual se encarga de realizar los 
procedimientos de selección de contratistas para la suscripción de contratos de 
adquisición de bienes, prestación de servicio, y ejecución de obras, con la 
finalidad de preservar el patrimonio público, fortalecer la soberanía, desarrollar 
la capacidad productiva y asegurar la transparencia de las actuaciones de 
Müróntó, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Contrataciones Públicas y su 
reglamento.

Artículo 2 o: Dicha comisión de contrataciones .se integra por tres (3) 
miembros principales con sus respectivos suplentes,- y un secretario con 
derecho a voz, mas no a voto.

Artículo 3°¡ Se Integra la comisión de contrataciones de "Mürontó: Centro de 
Innovación para el Desarrollo", de la siguiente manera:
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Miembro Princibál Miembro SuDlente

Área Técnica
Ciudadano Francisco J.

Rodríguez M.
C.I.: N° V-15.183.542.

Ciudadano Isaac V.
. Herdez C. C .I.: N° 

V-19.065.501

Área Económico 
Financiera

Ciudadano Reynaldo J. ■ 
Sánchez 0 .

C.I.: N° V-10.080.374.

Ciudadano Cesar A. 
Ramos B.

C.I.: NO V-18.904.696.

Área Jurídica
Ciudadana . 

YhumgzeskyMontilla 
M.

C.I.: N° V-21.480.324. •

Ciudadana 
Radenyss J. Ochoa 

Jiménez.
C.I.: N° V-12.068.566

Secretario Ciudadano Michael 0 . Barrios A. 
C.I.: N° Vf2Ó.876.S10

Artículo 4o: Se designa al ciudadano-MICHAS. OSWAR BARRIOS ANDREA, 
titular de la cédula de Identidad N? V-20.S76.S10, como secretarlo de la 
Comisión de Contrataciones.

Artículo 5o: A los efectos de las funciones. dél secretario y los demás 
miembros del Comité de Contrataciones,se regirán por la Providencia 
Administrativa N° 001 publicada en Gaceta Oficial N° 40.390, de fecha 9 de 
abril de 2014 y por lo establecido en la Ley de Contrataciones Públicas y su 
Reglamento.

Artículo 6o: La presente Providencia .Administrativa entrará en vigencia a 
partir de su publicación en la Gaceta Oficial de lá República Bolivariana de 
Venezuela.

"MUrBnttt: Centro de Innovación para el Desarrollo”
Resolución No. 015003 de fecha 14 de julio de 2016 publicada en Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela '
No. 41.036en fecha 22 de noviembre 2016

dictado mediante providencia administrativa N° PI:0Q04-2017 de 
fecha 16 de marzo de 2017 y el artículo 17 de la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos, dicta la siguiente:

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

Artículo 1. Se designa a la ciudadana PÉREZ RODRÍGUEZ 
AVIARA YUBIMAR, titular de- la cédula de Identidad número V- 
13.289.494. como GERENTE DE LA OFICINA DE 
COMUNICACIÓNES PARA EL DESARROLLO Y RELACIONES 
INSTITUCIONALES DEL INSTITUTO NACIONAL DÉ 
DESARROLLO RURAL, en condición de encargada.

Artículo 2. Se deroga la Providencia Administrativa N°0012-2013 de 
fecha 29 de abril de 2013, publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela N° 40.162 de fecha 08 de mayo 
de 2013.

Artículo 3. La presente Providencia Administrativa entrará en 
vigencia, a partir del 18 de mayo de 2017.

OSWALDO RAFAEL BARBERA GUTIERREZ

Presidente del Instituto Nacional de Desarrollo Rural

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO 
DEL PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA 
PRODUCTIVA Y TIERRAS. INSTITUTO NACIONAL DE 
DESARROLLO RURAL. PRESIDENCIA. PROVIDENCIA 
ADMINISTRATIVA NS 010-2017. CARACAS, 20 DE 
JUNIO DE 2017.

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA LA AGRICULTURA PRODUCTIVA 

Y TIERRAS

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO 
DEL PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA Y TIERRAS. 
INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO RURAL. 
PRESIDENCIA. PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N° 009- 
2017. CARACAS, 18 DE MAYO DE 2017.

AÑOS 206<>, 158<> Y 18°

Quien suscribe, OSWALDO RAFAEL BARBERA GUTIERREZ,
titular de la Cédula de Identidad N° V-9.825.514, actuando en mi 
carácter de PRESIDENTE DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
DESARROLLO RURAL (INDER), según Decreto N° 2764, de fecha 
21 de marzo de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 41.118 de la misma fecha,, conforme a 
las atribuciones que me confiere ios numerales 2 y 9 del artículo 140 
de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario, en concordancia con lo 
dispuesto en el numeral 5 artículo 5 dé la Ley del Estatuto de ia 
Función Pública, el artículo 31 numerales 2 y 10 de; la Reforma del 
Reglamento Interno del Instituto Nacional de Desarrollo Rural

AÑOS 2062, 1582 y  182

Quien suscribe, OSWALDO RAFAEL BARBERA
GUTIERREZ, titu la r de la Cédula de Identidad  
N° V-9.825.514, actuando en mi carácter de PRESIDENTE 
DEL INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO RURAL 
(INDER), según Decreto Na 2 7 64 , de fecha 21 de m arzo de 
2 0 17 , publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 4 1 .1 1 8  de la mism a fecha,, 
conform e a las atribuciones, que m e confiere los num erales  
2  y 9 del artículo 140 de la Ley de Tierras y Desarrollo 
Agrario, en concordancia don lo dispuesto en el num eral 5 
artículo 5 de la Ley del Estatuto de la Función Pública, el 
artículo 31 num erales 2  y  10 de la Reforma del Reglam ento  
Interno dél Instituto Nacional de Desarrollo Rural dictado 
m ediante providencia adm inistrativa N° P l:0004-2017 de  
fecha 16 de m arzo de 2 0 1 7  y el artículo 17 de  la le y  
Orgánica de Procedimientos Adm inistrativos, dicta la 
siguiente:

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

A rtícu lo  l .  Se designa a la ciudadana Y EN N Y  SOFÍA  
SÁNCHEZ DE AGUDELO, venezolana, titu la r de la cédula 
de Identidad núm ero V-16.178.413 como GERENTE DE LA 
GERENCIA DE DESARROLLO COMUNITARIO, en
condición de ENCARGADA.
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Artículo 2. Se deroga la Providencia Adm inistrativa N °005- 
2016  de fecha 15 de noviem bre de 2016.
Artículo 3. La presente Providencia Adm inistrativa entrará  
en vigencia a partir del 20 de junio de 2 0 1 7 .

Comuniqúese y publíquese

OSWALDO RAF£ÉraAKBÉRA GUTIERREZ 
Presidente del Instinto Naciona^de Desarrollo Rural

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO DEL 
PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA PRODUCTIVA Y 
TIERRAS. FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA 
(FONDAS). PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N® 001/2017. 
CARACAS, 19 MAYO DEL 2017.

AÑOS 207*, 158® Y 18®

Quien suscribe, PEDRO LUIS MALAVER RUIZ, venezolano, cédula de 
Identidad N° V-ll.552.291, Presidente y Representante Legal del 
FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA (FONDAS), 
designado mediante Resolución D M /N°079/2016, publicada en Gaceta Oficial 
de la República Bollvariana de Venezuela N° 40.917 de fecha 02 de Junio de 
2016 y de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos, artículo 13, ordinales 4  y 9 del 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de creación del Fondo para el 
Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), creado mediante Decreto 
Presidencial con Rango, Valor y Fuerza de Ley N° 5.837, de fecha 28 de 
enero de 2008 y publicado en Gaceta Oficial de la República Bollvariana de 
Venezuela N° 38.859, de la misma fecha, reimpresa por error material en 
fecha 01 de febrero d e  2008 y  publicada en Gaceta Oficial de la República 
Bollvariana de Venezuela No. 38.663, de la misma fecha, en ejercicio de las 
atribuciones conferidas en el artículo 34 del Decreto N® 6217, con Rango, 
Fuerza y Valor de Ley Orgánica de Administración Financiera del Sector 
Publico, artículos 48 y 51 del Reglamento N® 1 de Ley Orgánica de 
Administración Financiera del Sector Publico sobre el Sistema de 
Presupuestario, se dicta la siguiente.

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

Artículo 1: Se designa a la ciudadana THAIS JUDITH SANCHEZ, titular 
de la cédula de identidad V- N° 10.541.746, como Directora de 
D espacho, adscrita a la Presidencia del Fondo para el Desarrollo Agrario 
Socialista (FONDAS).

Artículo 2: Se faculta a la ciudadana THAIS JUDITH SANCHEZ, para la 
firma de la correspondencia y de los asuntos Inherentes al referido cargo, y 
a su vez se le delega, para la firma de los actos relativos a:

a- Ordenación de compromisos y pagos contra el presupuesto vigente 
del Fondo para el Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), por un 
monto equivalente o inferior a las Diez Mil (10 .000) Unidades 
Tributarlas.

b- Contratos de trabajo y por honorarios profesionales, convenios de 
obras, servicios y adquisición de bienes.

c- Resoluciones y  Rescisiones de contratos, previa autorización del 
Presidente del Fondo para el Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS).

d- Contratos de finandamiento y los que se requieran para ejecutar los 
objetivos y competencias de Fondo.

e- Líneas de crédito o cualquier otro tipo de Instrumentos financieros con 
instituciones públicas o privadas.

f-  Constancias de trabajo, manejo del talento humano, en cuanto a 
ingreso, egreso, traslado, comisiones de servicio, prestación de 
servicio a otras instituciones.

g- Contratos de arrendamientos, comodatos, donaciones, 
h- Transacciones.
I- Fideicomisos o constituir patrimonios autónomos a los efectos de 

canalizar recursos asignados por el Ejecutivo Nacional u otros órganos 
o entes del Estado, para promover y financiar programas especiales 
de desarrollo agrícola, pecuario, forestal, aeuíeola y pesquero, 

j -  Convenios interlnstitudonales y Addendum. 
k- Liberaciones d e  gravamen y certificaciones.
I- Subrogaciones, acta de usos de bienes.
m-Poderes extrajudiclaies para trámites administrativos.
n- Salvo conductos en general.
o- Comunicaciones dirigidas a las Unidades Administrativas del Fondo, así 

como la correspondencia externa, postal y telegráfica, 
p- Actas de transferencias de Unidades de Producción, 
q- Notificaciones y Providencias administrativas Internas, 
r- Actos administrativos y  documentos derivados de los contratos de 

finandamiento.

A rtícu lo  3: Los actos dictados conforme a la delegación prevista en la 
presente Providencia Administrativa, deberán indicar en forma inmediata, 
bajo las firma del funcionario delegado, la fecha y el numero de la presente 
Providencia Administrativa y los datos de la Gaceta Oficial de la República 
Bolivarlana de Venezuela.

Artículo 4: El Presidente del Fondo para el Desarrollo Agrario Socialista 
(FONDAS), podrá dlscreclonalmente firmar los documentos referidos en la 
presente Provldenda Administrativa.

Artículo 5: El funcionario delegado deberá rendir cuenta al Presidente del 
Fondo para el Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), de los documentos 
referidos en la presente Providencia Administrativa.

Artículo 6: La presente Providencia entrara en vigencia a partir de la fecha 
de su publicación en Gaceta Oficial de la República Bollvariana de 
Venezuela.

Comuniqúese y  Publíquese,

KfcPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO DEL 
PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA PRODUCTIVA Y 
TIERRAS. FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA 
(FONDAS). PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N® 002/2017. 
CARACAS, 19 MAYO DEL 2017.

AÑOS 207®, 158® y 18®

Quien suscribe, PEDRO LUIS MALAVER RUIZ, venezolano, cédula de 
Identidad N® V-1T.552.291, Presidente y Representante Legal del 
FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA (FONDAS),
designado mediante Resolución D M /N°079/2016, publicada en Gaceta Oficial
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de la República Bolivariana de Venezuela N° 40.917 de fecha 02 de Junio de 
2016 y de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos, artículo 13, ordinales 4 y 9 del 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de creación del Fondo para el 
Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), creado mediante Decreto 
Presidencial con Rango, Valor y  Fuerza de Ley N° 5.837, de fecha 28 de 
enero de 2008 y publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 38.859, de la misma fecha, y el articulo 5 numeral 5 de la Ley 
de Estatutos de la Función Pública, se dicta la siguiente:

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

Artículo 1: Se designa a la ciudadana NATALTTH CORREA GUÍA, titular 
de la cédula de Identidad V- N° 9.663.030, como Consultora Jurídica,
adscrita a la Presidencia del Fondo para el Desarrollo Agrario Socialista 
(FONDAS).

Artículo 2: Se deroga la Providencia Administrativa N° 001-2016 de fecha 
16 de junio de 2016, publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 40.976, de fecha 29 de agosto de 2016.

Artículo 3: La presente Providencia entrara en vigencia a partir de la fecha 
de su publicación en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO DEL 
PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA PRODUCTIVA Y 
TIERRAS. FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA 
(FONDAS). PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N° 003/2017. 
CARACAS, 19 MAYO DEL 2017.

AÑOS 207°, 158° y 18°

Quien suscribe, PEDRO LUIS MALAVER RUIZ, venezolano, cédula de 
identidad N° V-11.S52.291, Presidente y Representante Legal del 
FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA (FONDAS), 
designado mediante Resolución D M /N °079/2016, publicada en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N° 40.917 de fecha 02 de Junio de 
2016 y de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos, artículo 13, ordinales 4  y 9 del 
Decreto con Rango, Valor y  Fuerza de Ley de creación del Fondo para el 
Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), creado mediante Decreto 
Presidencial con Rango, Valor y  Fuerza de Ley N° 5.837, de fecha 28 de 
enero de 2008 y publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 38.859, de la misma fecha, y  el articulo 5 numeral 5  de la Ley 
de Estatutos de la Función Pública, se dicta la siguiente:

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

Artículo 1: Se designa al ciudadano OWEE MILANO, titular de la cédula 
de Identidad V- N° 11.923.172, como Gerente, adscrito a la Gerencia 
de Intercambio y Distribución, del Fondo para el Desarrollo Agrario 
Socialista (FONDAS).

Artículo 2: Se deroga la Providencia Administrativa N° 005-2016 de fecha 
16 de junio de 2016, publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 40.976, de fecha 29 de agosto de 2016.

Articulo 3: La presente Providencia entrara en vigencia a partir de la fecha 
de su publicación en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA. MINISTERIO DEL 
PODER POPULAR PARA LA AGRICULTURA PRODUCTIVA Y 
TIERRAS. FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA 
(FONDAS). PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N° 004/2017. 
CARACAS, 19 MAYO DEL 2017.

AÑOS 206°, 158° y 18°

Quien suscribe, PEDRO LUIS M ALAVER RUIZ, venezolano, cédula de 
identidad N° V - l l . 5 8 2 .2 9 1 ,  Presidente y Representante Legal del 
FONDO PARA EL DESARROLLO AGRARIO SOCIALISTA (FONDAS), 
designado mediante Resolución D M /N °079/2016, publicada en Gaceta Oficial 
de la República Bolivariana de Venezuela N° 40 .917 de fecha 02 de Junio de 
2016 y de conformidad een le establecido en el artículo 17 de la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos, artículo 13, ordinales 4 y 9 del 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de ereación del Fondo para el 
Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS), creado mediante Decreto 
Presidencial con Rango, Valor y Fuerza de Ley N° 5.837, de feeha 28 de 
enero de 2008 y publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 38 .859, de la misma fecha, y el articulo 5 numeral 5 de la Ley 
de Estatutos de la Función Públla|) se dicta la siguiente:

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA

Artículo 1: Se designa a la ciudadana ANDERSON COLINA CASTRO, 
titular de la cédula de Identidad V> N° 17.926.904, como Coordinador de 
Asesoría, Dictámenes y Litigio da la Consultoría Jurídica, del Fondo 
para el Desarrollo Agrario Socialista (FONDAS).

Artículo 2: Se deroga la Providencia Administrativa N° 006-2016 de fecha
16 de junio de 2016, publicada en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 40.976, de fecha 29 de agosto de 2016.

A rtíc u lo  3 : La presente Providencia entrara en vigencia a partir de la fecha 
de su publicación en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

Comuniqúese y Publíquese,



Lunes 10 de julio de 2017 GACETA OFICIAL DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 436.539

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
DE AGRICULTURA URBANA

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR DE AGRICULTURA 

URBANA
DESPACHO DEL MINISTRO 

RESOLUCIÓN MINPPAU N° 026-2017 
CARACAS, 07 DE JULIO DE 2017 

207°, 158° y 188

El Ministro del Poder Popular de Agricultura Urbana, FREDDY 
ALIRIO BERNAL ROSALES, venezolano, mayor de edad, titular de 
la Cédula de Identidad N° V-5.665.018, designado mediante 
Decreto N° 2.903 de fecha 07 de junio de 2017, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 41.167 
de fecha 07 de junio de 2017, en ejercicio de las atribuciones que 
le confieren el artículo 78 numerales 22 del Decreto con Rango, Valor 
y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, en 
concordancia con el artículo 5 numeral 2 de la Ley del Estatuto de la 
Función Pública.

RESUELVE

ARTÍCULO 1. Designar al ciudadano JESÚS RAFAEL GONZÁLEZ
LEAL titular de la Cédula de Identidad N° V-16.870.530 como 
Director Estadal del Distrito Capital, en calidad de encargado 
del Ministerio del Poder Popular de Agricultura Urbana, a partir del 
07 de Julio de 2017

ARTÍCULO 2. Delegar en el ciudadano JESÚS RAFAEL
GONZÁLEZ LEAL anteriormente Identificado, las siguientes 
atribuciones a partir del 07 de julio de 2017:

1. Ejercer, en la reglón bajo su dirección, la rectoría en 
materia de agricultura urbana, relativo a todos los 
procesos vinculados con la producción, 
almacenamiento y distribución de productos 
agrourbanos para potenciar la seguridad y soberanía 
alimentarla del País.

2 . Ejercer la supervisión y seguimiento de los programas 
de desarrollo agrourbano, de acuerdo a las directrices
de los Despachos de los Viceministros o de las 
Vicemlnlstras.

3. Implantar los mecanismos para garantizar el 
funcionamiento y loqro de los planes, proaramas. 
proyectos y demás instrucciones que establezca el 
Despacho del Ministro o de la Ministra, Despachos de 
los Viceministros o de las Vicemlnistras en 
coordinación con la Oficina Estratégica de 
Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas.

4 . Coordinar, participar y dar seguimiento a los 
acuerdos, decisiones y acciones que se suscriban en 
las reuniones efectuadas y presididas conjuntamente 
con las asociaciones de productores(as) en materia 
vegetal, pecuaria, acuícola, así como comunidades 
indígenas, unidades de producción, demás

organizaciones agro socioproductivas, representantes 
de gobernaciones, alcaldías y de otros órganos y 
entes públicos y privados del sector agroproductivo 
en coordinación con los Despachos de los 
Viceministros o de las Vicemlnlstras en las materias 
de competencia del Ministerio.

5 . Impulsar conjuntamente con la Dirección General de 
Estrategias del Conocimiento Agrourbano, la 
transferencia e Intercambio de conocimientos y de 
saberes entre productores(as) y comunidades 
organizadas.

6. Las demás funciones que establezcan las leyes, los 
reglamentos y las resoluciones en materia de su 
competencia.

ARTÍCULO 3. El presente acto de delegación no conlleva, ni 
entraña la facultad de subdelegar las atribuciones aquí delegadas.

ARTÍCULO 4. El funcionario delegado deberá presentar, al menos 
una vez al mes, al ciudadano Ministro, un informe detallado de los 
actos y documentos sobre los cuales ejerza la presente delegación.

ARTÍCULO 5. Los actos y documentos que se suscriben en el 
ejercicio de esta designación deberán Indicar Inmediatamente, bajo 
la firma del funcionario la fecha y número de esta Resolución, así
como el número y fecha de la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela

La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su publicación 
en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos.

Comuniqúese y publíquese.

Ministro del Poder Popular de Agricultura Urbana
Decreto N° 2.903 de fecha 07 de Junio de 2017, publicado en la 

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 41.167 
de fecha 07 de Junio de 2017

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA EDUCACIÓN UNIVERSITARIA, 

__________ CIENCIA Y TECNOLOGÍA
REPÚBLICA B O L IV A R IA N A  DE VENEZUELA  

M IN IS T E R IO  DEL PODER POPULAR PARA ED U CACIÓ N  
U N IV E R S IT A R IA , C IE N C IA  Y  TEC N O LO G ÍA  
CONSEJO N A C IO N A L DE U N IV E R S ID A D E S  

SEC RETARIADO  PERMANENTE  
C aracas, 0 7  de ju lio  d e  2 0 1 7  

P R O V ID E N C IA  N ° 0 0 4

Años 2 0 7 ° ,1 5 8 °  y  18°

De conformidad con lo establecido en el Decreto N° 2.652 de fecha 04 de 
enero de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de
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Venezuela N° 41.067 de fecha 04 de enero de 2017, en relación con ¡lo 
preceptuado en el artículo 1 9  de la le y  de Universidades, en concordancia 
con los artículos 4, 7, 8 y 11 numeral 3 del Reglamento interno del Consejo 
Nacional de Universidades, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bollvarlana de Venezuela N ’  37.716, de fecha 20 de junio de 2003, dicta la 
siguiente,

P R O V ID E N C IA  A D M IN IS T R A T IV A

A rtícu lo  1 -. R a tific a r la convocatoria a los miembros del Consejo 
Nacional de Universidades, a la sesión e x tra o rd in a r ia  a celebrarse el día 
1 1  de ju lio  de 2 0 1 7 , realizada en Providencia Administrativa N?, 0 0 3  de 
fecha 16 de junio de 2017, publicada en Gaceta Oficial de la República 
Bollvarlana de Venezuela N° 4 1 .1 8 5  de fecha 03 de julio de 2017, a 
efectuarse en la Torre Ministerial, piso 22  del Ministerio del Poder Popular 
para Educación Universitaria, Ciencia y Tecnología, hora 8:30 a.m, sede: 
Avenida Universidad, Esquina el Chorro, la Hoyada, Caracas.

A rtícu lo  2 - .  El único punto del orden del día, será la designació n  del 
V ic e rre c to r (a )  A cadém ico  (a )  d e  la U n ivers id ad  N acional 
E xp erim e n ta l "S im ón B o lívar", en vista de que se ha cumplido con todos 
los trámites legales previos.

A rtícu lo  3 - .  La presente providencia entrará en vigencia a partir í̂ a siete 
(07) del mes de julio del año 2017.

COMU

A S A U A  R. VE
S ec re ta rla  Pe\ í ia ó é r ite  -.

C onsejo  N ac io n a l de U n ivers id ad es  .

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA MINISTERIO  
DEL PODER POPULAR PARA LA EDUCACIÓN  

UNIVERSITARIA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA FUNDACIÓN  
MISIÓN SUCRE

CARACAS, 29 DE MAYO DE 2017 
207°, 158» y 18°

Providencia Administrativa N» 025-17
La junta Directiva de la Fundación Misión Sucre, designada mediante Resolución 
N° 017 de fecha 5 febrero de 2016, publicada en la Gaceta Oficial de la 
República Bollvarlana de Venezuela N’  40.845, de fecha 10 de febrero de 2016, 
en ejercicio de las atribuciones conferida en el numeral 12 del artículo 12 del 
Acta Constitutiva Estatutaria de la Fundación Misión Suere, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bollvariana de Venezuela N* 40.928 de fecha 17 
de Junio de 2016, en concordancia con el Articulo 14 del Decreto N '1.399, con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley de Contrataciones Públicas de fecha 13 de 
noviembre de 2014, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bollvariana 
de Venezuela N’  6.154 Extraordinario de fecha 19 de noviembre de 2014 y 15 
de su Reglamento.

RESUELVE

ARTÍCULO 1. Constituir la Comisión de Contrataciones Públicas de la 
Fundación Misión Sucre, como un cuerpo colegiado eon carácter permanente, 
que llevará acabo los procedimientos regulados en la Ley de Contrataciones 
Públicas y su Reglamento, para la adquisición de bienes, la contratación de 
servicios y la ejecución de obras.
ARTÍCULO 2. La Comisión de Contrataciones Públicas estará integrada por tres 
(3) miembros principales, con sus respectivos suplentes, quienes actuarán en 
representación de las áreas jurídica, técnica y económlco/financiera conforme se 
especifica a continuación:_________________________ __________________ _______

Á R EA M IEM BRO  PRIN C IPA L M IE M B R O  SU PLENTE

Jurídica
LUIS CELESTINO  GARCIA  

VELA SQUEZ  
C.I. V-12.QQB.797

A N VHA ICAR NAKARYHT  
GUAPE

C .I. V -17.075.83S
____

Técnica YHOJANDRY JOSÉ GUEVARA  
ALVAREZ 

C .I.V -1 9.903.288

CAROL PATRICIA GRAGIRENA  
MACHADO  

C . I .V - 12.398.106

Económica/Financiera AM AUR Y JO S E G ONZÁLEZ  
M EDINA

a i .  V -12.596.348

YASM IN C O R O M O TO  ÁVILA  
CASTR O

C .l. V -1 0.815.862 ,

Articulo 3. Se designa a la ciudadana AMIEL BEATRIZ PINTO GUERRA, 
titular de la Cédula de Identidad N* V-19.410.405, como Secretaria Principal y la 
ciudadana ALBA LOURDES HENRIQUEZ CASTELLANOS, titular de la Cédula 
de Identidad N* V -8.189.428, como Secretaria Suplente de la Comisión de 
Contrataciones Públicas de la Fundación Misión Sucre, el cual tendrá Derecho 
de voz, pero no a voto; quien tendrá la funciones establecidas en la Ley 
Contrataciones Públicas.

Articulo 4. La Comisión de Contrataciones Públicas de la Fundación Misión 
Sucre, podrá extender invitación a la Oficina de Auditoría Interna de la 
Fundación para cada uno de los actos públicos que deba realizar a los efectos 
de que dicha oficina participe con carácter de observador.

Artículo 5. En caso que la complejidad del objeto de la contratación lo requiera, 
la Comisión de Contrataciones Pública podrá designar o recomendar la 
contratación de un equipo técnico de trabajo para analizar las ofertas recibidas 
en los procedimientos de selección de contratistas iniciados, el cual debe 
presentar Informe con los resultados y recomendaciones.

Articulo 6. Los ciudadanos y ciudadanas designados mediante la presente 
Providencia Administrativa, enmarcaran sus actuaciones, dentro de lo 
establecido en la Constitución de la República Bollvariana de Venezuela, y 
demás Leyes; los deberes Inherentes a sus funciones y rendir cuentas de sus 
actuaciones en tos términos y condiciones que determinen la Ley.

Artículo 7. Los actos y documentos emitidos y suscritos de conformidad con 
esta Providencia Administrativa deberán indicar seguidamente bajo la firma de 
la ciudadana o el ciudadano designado, nombre de quien lo suscribe, titularidad 
con la que actúa, la fecha, número de Providencia Administrativa y Gaceta 
Oficial donde haya sido publicada, según lo establecido en el numeral 7 del 
articulo 18 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.

Articulo 8. La presente Providencia Administrativa, entrará en vigencia a partir 
de la fecha de su publicación en la Gaceta Oficial de la República Bollvarlana de 
Venezuela y se deja sin efecto la Providencia Administrativa N“ 022- 16 de 
fecha 25 de abril de 2016, publicada en la Gaceta Oficial N° 40.902 de fecha 12 
de mayo de 2016.

Comuniqúese y Publíquese, 
Por el Ejecutivo Nacional.

ANA A.-REYES PAEZ 
erríbró Principal

GERMANIA M. FERNANDEZ F 
Miembro Suplente

MINISTERIO DEL PODER POPULAR 
PARA EL TRANSPORTE

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA EL TRANSPORTE 

DESPACHO DEL MINISTRO
RESOLUCIÓN N° 045 CARACAS, 07 DE JULIO DE 2017 

207», i 58o y i8o

En ejercicio de las atribuciones conferidas en los artículos 34, 65 y 78 
numerales 1, 2 ,1 9  y 27 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública, y de acuerdo con lo
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establecido en el artículo 84 de la Ley Orgánica de Procedimientos 
Administrativos, este Despacho Ministerial,

RESUELVE

Artículo 1. Corregir la Resolución N° 038 de fecha 27 de junio de 
2017, publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana 
de Venezuela N° 41.181 de fecha 27 de junio de 2017, por cuanto se 
incurrió en el siguiente error material:

DONDE DICE:

"Artículo 2. El ciudadano TONNY BALDEMAR VELANDRÍA 
ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, 
como Director General de la Oficina de Gestión Administrativa,
del Ministerio del Poder Popular para el Transporte, tendrá las 
atribuciones establecidas en el artículo 26 del Decreto N° 2.378 sobre 
Organización General de la Administración Pública Nacional, de fecha 
12 de julio de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 6.238 Extraordinario de fecha 13 de julio 
de 2016."

DEBE DECIR:

"Artículo 2. El ciudadano TONY BALDEMAR VELANDRÍA 
ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, 
como Director General de la Oficina de Gestión Administrativa,
del Ministerio del Poder Popular para el Transporte, tendrá las 
atribuciones establecidas en el artículo 26 del Decreto N° 2.378 sobre 
Organización General de la Administración Pública Nacional, de fecha 
12 de julio de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 6.238 Extraordinario de fecha 13 de julio 
de 2016."

DONDE DICE:

"Artículo 3. Se delega en el ciudadano TONNY BALDEMAR 
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad 
N° V-9.220.683, como Director General de la Oficina de 
Gestión Administrativa del Ministerio del Poder Popular para el 
Transporte, la atribución y firma de los actos y documentos que a 
continuación se indican:

1) Las transacciones individuales de los ex trabajadores del extinto 
Instituto Nacional de Puertos (INP), relacionadas con el 
pago de la deuda total concillada, dándole continuidad 
administrativa a los pasivos pendientes de aquellos ex 
trabajadores que no retiraron el pago en su oportunidad.

2) Las transacciones con los sobrevivientes beneficiarlos de los ex 
trabajadores fallecidos del extinto Instituto Nacional de 
Puertos (INP), relacionadas con el pago de la deuda total 
concillada dándole continuidad administrativa a los pasivos 
pendientes de aquellos beneficiarios que no habían consignado 
la Declaración de Herederos Universales, para la distribución del 
pago no retirado en su oportunidad."

DEBE DECIR:

"Artículo 3. Se delega en el ciudadano TONY BALDEMAR 
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad 
N° V-9.220.683, como Director General de la Oficina de 
Gestión Administrativa, del Ministerio del Poder Popular para el

Transporte, la atribución y firma de los actos y documentos 
relacionados con el ejercicio de las atribuciones señaladas en el 
artículo 2 de la presente Resolución, así como las que a continuación 
se Indican:

1) Las transacciones Individuales de los ex trabajadores del extinto 
Instituto Nacional de Puertos (INP), relacionadas con el 
pago de la deuda total concillada, dándole continuidad 
administrativa a los pasivos pendientes de aquellos ex 
trabajadores que no retiraron el pago en su oportunidad.

2) Las transacciones con los sobrevivientes beneficiarios de los 
ex trabajadores fallecidos del extinto Instituto Nacional de 
Puertos (INP), relacionadas con el pago de la deuda total 
conciliada dándole continuidad administrativa a los pasivos 
pendientes de aquellos beneficiarios que no habían consignado 
la Declaración de Herederos Universales, para la distribución del 
pago no retirado en su oportunidad.

3) La certificación de las coplas de los documentos cuyos 
originales reposan en el archivo de la oficina a su cargo.

4) Las órdenes de pago emitidas con cargo al Tesoro Nacional.

5) Pagar con cargo del presupuesto de gastos del Ministerio.

6) Tramitar los formularios correspondientes a las cuotas 
trimestrales internas de compromisos y desembolsos, ante la 
Oficina de Planificación, Programación y Presupuesto.

7) Conformar los documentos constitutivos de las fianzas 
otorgadas por las compañías de seguros o instituciones 
bancadas, previa revisión legal, para garantizar a la República 
el reintegro del anticipo, el fiel cumplimiento del contrato y 
otros conceptos previstos en los contratos de obras que se 
celebren con terceros.

8) Las comunicaciones dirigidas a funcionarios de la 
Administración Pública Nacional, Estadal o Municipal, así como 
a funcionarlos Judiciales, relacionados con la adquisición de los 
bienes resultantes de los arreglos amigables celebrados por la 
República con los propietarios de inmuebles, bienhechurías y 
demás bienes que se requieran para la construcción de obras 
públicas a cargo de este Ministerio.

9) Los contratos de arrendamiento de bienes muebles e Inmuebles 
necesarios para el funcionamiento de las diversas dependencias 
del Ministerio.

10) Los contratos de servicios básicos para el Ministerio, tales 
como energía eléctrica, agua, teléfono y gas, así como los de 
mantenimiento de los inmuebles ocupados por el Ministerio, y 
de los equipos y otros bienes pertenecientes al mismo.

11) Los contratos para dar y recibir bienes en comodato.

12) Los contratos para la administración del condominio de los 
inmuebles en los que funciona el Ministerio.

13) La renovación de las pólizas de seguros de los vehículos y 
de los bienes patrimoniales (muebles e inmuebles) de este 
Ministerio, las firmas de las correspondientes órdenes de pago y 
las planillas de liquidación respectivas.

14) Las comunicaciones dirigidas a la Oficina Nacional de 
Presupuesto, Tesorería Nacional y la Dirección Nacional de 
Contabilidad Administrativa del Ministerio del Poder Popular 
para Planificación.

15) Las comunicaciones por las cuales el Ministerio se de por 
notificado de los embargos, cesiones y oposiciones que hayan 
cumplido los requisitos previstos en el artículo 204 de la Ley 
Orgánica de la Hacienda Pública Nacional.
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16) La correspondencia destinada a las demás Direcciones del 
Ministerio sobre actuaciones de carácter técnico-administrativo, 
cuya tramitación deban iniciar, continuar y/o concluir conforme 
a sus respectivas competencias.

17) La correspondencia externa, postal, telegráfica,
radiotelegráfica y telefacsímile, en contestación a solicitudes de 
particulares dirigidas al Despacho sobre asuntos cuya atención 
sea competencia de la oficina a su cargo.

18) Las demás atribuciones q u e . le señalen las Leyes, 
Reglamentos y resoluciones."

DONDE DICE:
"Artículo 4. Designar como Cuentadante responsable de la Unidad 
Administradora Central, al ciudadano TONNY BALDEMAR 
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad 
N° V-9.220.683.
UNIDAD ADMINISTRADORA CENTRAL
CÓDIGO DENOMINACIÓN
00001 Oficina de Gestión Administrativa"
DEBE DECIR:
"Artículo 4. Designar como Cuentadante responsable de la Unidad 
Administradora Central, al ciudadano TONY BALDEMAR
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad
N° V-9.220.683.

UNIDAD ADMINISTRADORA CENTRAL
CÓDIGO DENOMINACIÓN
00001 Oficina de Gestión Administrativa"

DONDE DICE:

"Artículo 5. Nombrar al ciudadano TONNY BALDEMAR
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad
N° V-9.220.683, como Responsable de la Gestión Patrimonial 
de bienes del Ministerio del Poder Popular para el Transporte, quien 
será el funcionario responsable ante la Superintendencia de Bienes 
Públicos, ente adscrito al Ministerio del Poder Popular para la Banca y 
Finanzas."

DEBE DECIR:
"Artículo 5. Nombrar al ciudadano TONY BALDEMAR VELANDRÍA 
ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, 
como Responsable de la Gestión Patrimonial de bienes del
Ministerio del Poder Popular para el Transporte, quien será ei
funcionario responsable ante la Superintendencia de Bienes Públicos, 
ente adscrito al Ministerio del Poder Popular para la Banca y 
Finanzas."
Artículo 2. Se procede en consecuencia, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 4o de la Ley de Publicaciones Oficiales, a una 
nueva impresión de la Resolución, subsanando el error, manteniendo 
el mismo número y fecha.

Artículo 3. La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de
Venezuela.

?°£afhuníquese y Publíquese

- A  s J a - S ' .

Mi
Designado 

Publicado

iUS GARCÍÁ/foUSfSAINTT 
fder Popu r̂r parafel Transporte

__  lecreto N° 2.918 de fecha 20 de junio de 2017
¡n la Gaceta Oficial N° 41.176 de la misma fecha.

REPÚBLICA BOLIVARIANA 
DE VENEZUELA

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA EL TRANSPORTE 
DESPACHO DEL MINISTRO

RESOLUCIÓN N° 038 CARACAS, 27 DE JUNIO DE 2017 

207°, 1580 y 18°

En ejercicio de las atribuciones conferidas en los artículos 34, 65 y 78 
numerales 1, 2, 19 y 27 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública, de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 5 numeral 2 y 20 numeral 6 de la Ley del Estatuto de 
la Función Pública; y artículo 27 del Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Financiera del Sector 
Público y 51 del Reglamento N° 1 de la Ley Orgánica de la 
Administración Financiera del Sector Público sobre el Sistema 
Presupuestario, en conformidad con lo previsto en el artículos 21 y 55 
del Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley Orgánica de Bienes 
Públicos, y de acuerdo con lo establecido en el Decreto N° 2.650 de 
fecha 4 de enero de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la 
República Bolivariana de Venezuela N° 41.067 de la misma fecha, en 
su artículo 1 numeral 1 y artículo 2 numeral 1, este Despacho 
Ministerial,

RESUELVE
Artículo 1. Nombrar al ciudadano TONY BALDEMAR VELANDRÍA 
ZAMBRANO, titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, en 
el cargo de Director General de la Oficina de Gestión 
Administrativa, del Ministerio del Poder Popular para el Transporte.

Artículo 2. El ciudadano TONY BALDEMAR VELANDRÍA 
ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, 
como Director General de la Oficina de Gestión Administrativa,
del Ministerio del Poder Popular para el Transporte, tendrá las 
atribuciones establecidas en el artículo 26 del Decreto N° 2.378 sobre 
Organización General de la Administración Pública Nacional, de fecha 
12 de julio de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivariana de Venezuela N° 6.238 Extraordinario de fecha 13 de julio 
de 2016.

Artículo 3. Se delega en el ciudadano TONY BALDEMAR 
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad 
N° V-9.220.683, como Director General de la Oficina de 
Gestión Administrativa, del Ministerio del Poder Popular para el 
Transporte, la' atribución y firma de los actos y documentos 
relacionados con el ejercicio de las atribuciones señaladas en el 
articulo 2 de la presente Resolución, así como las que a continuación 
se indican:

1) Las transacciones individuales de los ex trabajadores del extinto 
Instituto Nacional de Puertos (INP), relacionadas con el 
pago de la deuda total conciliada, dándole continuidad 
administrativa a los pasivos pendientes de aquellos ex 
trabajadores que no retiraron el pago en su oportunidad.

2) Las transacciones con los sobrevivientes beneficiarios de los 
ex trabajadores fallecidos del extinto Instituto Nacional de 
Puertos (INP), relacionadas con el pago de la deuda total 
conciliada dándole continuidad administrativa a los pasivos 
pendientes de aquellos beneficiarlos que no habían consignado 
la Declaración de Herederos Universales, para la distribución del 
pago no retirado en su oportunidad.

3) La certificación de las copias de los documentos cuyos 
originales reposan en el archivo de la oficina a su cargo.

4) Las órdenes de pago emitidas con cargo al Tesoro Nacional.

5) Pagar con cargo del presupuesto de gastos del Ministerio.
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6) Tramitar los formularios correspondientes a las cuotas 
trimestrales internas de compromisos y desembolsos, ante la 
Oficina de Planificación, Programación y Presupuesto.

7) Conformar los documentos constitutivos de las fianzas 
otorgadas por las compañías de seguros o instituciones 
bancarias, previa revisión legal, para garantizar a la República 
el reintegro del anticipo, el fiel cumplimiento del contrato y 
otros conceptos previstos en los contratos de obras que se 
celebren con terceros.

8) Las comunicaciones dirigidas a funcionarios de la 
Administración Pública Nacional, Estadal o Municipal, así como 
a funcionarios judiciales, relacionados con la adquisición de los 
bienes resultantes de los arreglos amigables celebrados por la 
República con los propietarios de inmuebles, bienhechurías y 
demás bienes que se requieran para la construcción de obras 
públicas a cargo de este Ministerio.

9) Los contratos de arrendamiento de bienes muebles e inmuebles 
necesarios para el funcionamiento de las diversas dependencias 
del Ministerio.

10) Los contratos de servicios básicos para el Ministerio, tales 
como energía eléctrica, agua, teléfono y gas, así como los de 
mantenimiento de los inmuebles ocupados por el Ministerio, y 
de los equipos y otros bienes pertenecientes al mismo.

11) Los contratos para dar y recibir bienes en comodato.

12) Los contratos para la administración del condominio de los 
inmuebles en los que funciona el Ministerio.

13) La renovación de las pólizas de seguros de los vehículos y 
de los bienes patrimoniales (muebles e inmuebles) de este

. Ministerio, las firmas de las correspondientes órdenes de pago y 
las planillas de liquidación respectivas.

14) Las comunicaciones dirigidas a la Oficina Nacional de 
Presupuesto, Tesorería Nacional y la Dirección Nacional de 
Contabilidad Administrativa del Ministerio del Poder Popular 
para Planificación.

15) Las comunicaciones por las cuales el Ministerio se de por 
notificado de los embargos, cesiones y oposiciones que hayan 
cumplido los requisitos previstos en el artículo 204 de la Ley 
Orgánica de la Hacienda Pública Nacional.

16) La correspondencia destinada a las demás Direcciones del 
Ministerio sobre actuaciones de carácter técnico-administrativo, 
cuya tramitación deban iniciar, continuar y/o concluir conforme 
a sus respectivas competencias.

17) La correspondencia externa, postal, telegráfica,
radiotelégrafo y telefacsímile, en contestación a solicitudes de 
particulares dirigidas al Despacho sobre asuntos cuya atención 
sea competencia de la oficina a su cargo.

18) Las demás atribuciones que le señalen las Leyes, 
Reglamentos y resoluciones.

Artículo 4. Designar como Cuentadante responsable de la Unidad 
Administradora Central, al ciudadano TONY BALDEMAR 
VELANDRÍA ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad 
N° V-9.220.683.
UNIDAD ADMINISTRADORA CENTRAL
CÓDIGO DENOMINACIÓN
00001 Oficina de Gestión Administrativa

Artículo 5. Nombrar al ciudadano TONY BALDEMAR VELANDRÍA
ZAMBRANO titular de la Cédula de Identidad N° V-9.220.683, 
como Responsable de la Gestión Patrimonial de bienes del
Ministerio del Poder Popular para el Transporte, quien será el 
funcionario responsable ante la Superintendencia de Bienes Públicos, 
ente adscrito al Ministerio del Poder Popular para la Banca y Finanzas.

Artículo 6. Los actos y documentos que el prenombrado funcionario 
firme de conformidad con esta Resolución, deberán indicar 
inmediatamente, bajo la firma, nombre de quien lo suscribe, la 
titularidad con que actúa, la fecha, el número de la Resolución y 
Gaceta Oficial en la que haya sido publicada, según lo establecen los 
artículos 34 y 40 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública.

Artículo 7. Queda a salvo lo establecido en el artículo 35 del Decreto 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración 
Pública, respecto de los actos y documentos cuya firma no puede ser 
delegada.

Artículo 8. El funcionario nombrado antes de tomar posesión del 
cargo deberá prestar juramento de cumplir la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, las leyes de la República, los 
deberes inherentes al cargo y rendir cuentas del mismo en los 
términos y condiciones que determine la Ley.

Artículo 9. La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 
MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA EL TRANSPORTE 

DESPACHO DEL MINISTRO

RESOLUCIÓN DM/N°: 046. 
CARACAS, 10 DE JULIO DE 2017

207®, 158“ y 18“

En ejercicio de las atribuciones conferidas en los artículos 65, 78 
numerales 1, 2, 19 y 27 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública, de acuerdo con lo establecido 
en los artículos 5 numeral 2 y 20 numeral 6 de la Ley del Estatuto de 
la Función Pública; conforme con lo previsto en el artículo 9 numeral 
1 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal, en concordancia con lo dispuesto 
en el artículo 19 de su Reglamento; en atención con lo establecido en 
el Decreto N° 2.650 de fecha 4 de enero de 2017, publicado en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 41.067 de 
la misma fecha, en su artículo 1 numeral 1, artículo 2 numeral 1, este 
Despacho Ministerial,

RESUELVE

Artículo 1. Designar al ciudadano REINALDO ANDRES MARTINEZ 
GALARRAGA, titular de la Cédula de Identidad N° V- 6.238.920, 
como Auditor Interno en calidad de Interino del Ministerio del 
Poder Popular para el Transporte.
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Artículo 2. El prenombrado funcionario ejercerá las funciones 
establecidas en el artículo 21 del Decreto N° 2.378 sobre 
Organización General de la Administración Pública Nacional, de fecha 
12 de julio de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República 
Bolivarlana de Venezuela N° 6.238 Extraordinario de fecha 13 de julio 
de 2016. En consecuencia, ejercerá la firma de los documentos 
Inherentes al ejercicio de las atribuciones antes indicadas, así como 
cualquier otra en el ámbito de sus competencias que se encuentren 
establecidas dentro del ordenamiento legal relacionado con las 
unidades de auditoría interna de los órganos de ia administración 
publica que prescribe la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal.

Venezuela, las Leyes de la República, los deberes inherentes a sus funciones y 
rendir euenta en los términos y condiciones que determine la ley.

Articulo 3. Los actos y documentos firmados a partir de la publicación de esta 
Providencia Administrativa, deberán Indicar de forma inmediata bajo la firma del
funcionarlo nombrado, la 
República Bolivarlana de

Comuniqúese y

imero de la misma y de la Gaceta Oficial de la 
en la cual haya sido publicada.

£ É $ A R V t
Presidente, del In: 

Decreto Nro. 2.874 de fecha 18 de rr

ROMERO SALAZAR
ito'Nacional de los Espacios Acuáticos 
de 2017, según Gaceta Oficial de fecha 18 de mayo de 2017

Reimpreso por error material, según Gaceta Oficial No. 41.166 de fecha 6 de junio de 2017

A rtículo 3, Los actos y documentos que se constituyen ejercicio de la 
presente designación, deberán indicar inmediatamente, bajo la firma 
de la funcionaria designada la fecha y el número de esta Resolución, 
así como la fecha y el número de la Gaceta Oficial donde hubiere 
sido publicada, según lo. establece el artículo 35 de del Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública.

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA

SENTENCIA N" 00569 
FECHA 17.05.2017

A rtículo 4. La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su 
publicación en la Gaceta Oficial de la República Bollvariana de 
Venezuela.

níquese y Publiques'

ESUS G AR C ItfjO U SfSA IN TT  
I Poder Popular para el Transporte
:o N° 2.918 de lechazo de junio de 2017

G aceta  Oficial de  \p República Bolivarlana d e  Venezuela N ° 4 1 .1 7 6  de  la m ism a fecha.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

MINISTERIO DEL PODER POPULAR PARA 
EL TRANSPORTE

INSTITUTO NACIONAL DE LOS ESPACIOS 
ACUÁTICOS

PROVIDENCIA ADMINISTRATIVA N° 037 

CARACAS, 28 DE JUNIO D i 2017 

207", 158® Y 18°

En ejercicio de la atribución que me confiere el artículo 78, numeral 11 del 
Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de los Espacios Acuáticos y el 
artículo 12 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Marinas y 
Actividades Conexas, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 5 del 
artículo 5 y artículo 18 de la Ley del Estatuto de la Función Pública.

DECIDE

Artículo 1. Nombrar al ciudadano ADBEL LEONARDO MARTÍNEZ 
ALVARADO, titular de la cédula de Identidad N° V-5.270.Q23, a partir del 26 
de junio de 2017, como Capitán de Puerto en la Capitanía de Puerto de Carenero 
del Instituto Nacional de los Espacios Acuáticos. CÓDIGO N° RAC 134.

Artículo 2. El referido ciudadano antes de asumir el cargo, deberá prestar 
juramento de cumplir con la Constitución de la República Bolivarlana de

LA REP ÚB LI CA  BO LI V A R IA N A  DE V E N E Z U E L A  
■ N SU NO MB R E.

E L T R I B U N A L  S U P R E M O  D E  J U S T I C I A
EN «ALA

P O LI T I C O  -  A D M I N IS T R A T I V A

Magistrado Ponente: INOCENCIO ANTONIO FIGUEROA ARIZALETA  

Exp. Nro. 2014-0658

Mediante Oficio Nro. 346-14 de fecha 22 de abril de 2014, recibido en 

esta Sala.Político-Administrativa el 2 de mayo del mismo año, el Tribunal 

Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los Andes remitió ei 

expediente Nro. 2951 de su nomenclatura, en virtud de la apelación ejercida 

con “solicitud de regulación de competencia" el 8 de abril de 2014 por el 

abogado Carlos Machado del Gallego, inscrito en el INP RE A B O G A D O  bajo 

el Nro. 142.248, actuando con el carácter de apoderado judicial del 

MUNICIPIO SAN FRANCISCO DEL ESTADO ZULIA, según se 

evidencia del instrumento poder inserto a los folios 76 al 80 de las actas 

procesales; contra la sentencia interlocutoria Nro. 056/14 dictada por el 

Juzgado remitente el 21 de marzo de 2014, que dispuso la reposición de la 

causa a la etapa de promoción de pruebas, una vez constase en autos la 

notificación del Síndico Procurador del aludido Municipio; asimismo, declaró 

“( ...)  nulo lo actuado hasta (sic) la admisión del recurso" y ratificó su 

competencia territorial para el conocimiento del juicio.

Dicha incidencia surgió elKél.-tnarco del recurso contencioso tributario 

interpuesto conjuntamente con solicitud de medida cautelar de suspensión de 

efectos, el 19 de diciembre de 2013 por el abogado Héctor Jaime Martínez, 

inscrito en el INPREABOGADO bajo el Nro. 3.639, en su condición de 

representante en juicio de la sociedad mercantil PASTEURIZADORA  

TÁCHIRA, C.A., inscrita en fecha 22 de octubre de 1953 en el Registro de 

Comercio que llevaba el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, 

Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, 

bajo el Nro. 99, cuya última modificación estatutaria consta en documento 

protocolizado el 18 de junio de 1997 ante el Registro Mercantil Primero de la 

misma Circunscripción Judicial, anotado con el Nro. 42, Tomo 16-A,
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conforme se desprende del documento poder cursante en autos a los folios 17 

al 20.

El recurso contencioso tributario fue incoado por disconformidad 

parcial con la Resolución Nro. SEDEBAT-SF-ZL-RC-2013-136 de fecha 8 de 

noviembre de 2013, suscrita por el Intendente Tributario Municipal del 

Servicio Desconcentrado Bolivariano de Administración Tributaria 

(SEDEBAT) de la Alcaldía del Municipio San Francisco del Estado Zulia, 

que: 1) eximió “(•••) de responsabilidad por ilícitos tributarios a la 

contribuyente ( ...), por lo que no se le aplic[6\ el cobro de sanciones”', y 2) 

ordenó emitir a su cargo la Planilla de Liquidación Nro, SEDEBAT-SF-ZL- 

PL-2013-148 de igual fecha, por la cantidad total de Ciento Cincuenta y Seis 

Mil Cuatrocientos Ochenta y Dos Bolívares con Veintidós Céntimos (Bs. 

156.482,22), por diferencia de impuesto sobre actividades económicas de 

industria, comercio, servicios o de índole similar causado y no pagado, 

correspondiente a los años civiles 2009, 2010, 2011 y 2012, e intereses 

moratorios liquidados de acuerdo a lo contemplado en el artículo 66 del 

Código Orgánico Tributario de 2001, aplicable en razón del tiempo. (Añadido 

de este Máximo Juzgado).

Por auto del 22 de abril de 2014, el Tribunal de mérito oyó en ambos 

efectos la apelación del Fisco Municipal y remitió el expediente a esta Alzada.

En fecha 7 de mayo de 2014 se dio cuenta en Sala y, en la misma 

oportunidad, la Magistrada Mónica Misticchio Tortorella fue designada 
Ponente. Asimismo, se ordenó aplicar el procedimiento de segunda instancia 

previsto en el artículo 92 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, y se fijaron ocho (8) días continuos en razón del término de la 

distancia, más un lapso de diez (10) días de despacho para fundamentar la 

apelación fiscal.

El 18 de junio de 2014 esta Máxima Instancia ordenó practicar por 

Secretaría el cómputo de los días de despacho transcurridos, desde el dia en 

que se dio euenta del ingreso del expediente, exclusive, hasta el día en que 

venció el lapso establecido en el auto del 7 de mayo de 2014, inclusive, toda 

vez que la representación judicial del Municipio San Francisco del Estado 

Zulia "(•.,) no ( . . .)  ha[bie] fundamentado la apelación ( . . .)”. (Agregado de 

esta Sala).

Efectuado dicho cómputo se dejó constancia de haber transcurrido ocho 

(8) dias continuos en razón del término de la distancia correspondientes al 8, 

9, 10, 11, 12, 13, 14 y 15 de mayo, más diez (10) días de despacho 

identificados como 2 7 ,2 8  y 29 de mayo y 3, 4, 5 ,1 0 ,1 1 ,1 2  y 17 de junio de 

2014.

En fecha 23 de julio de 2014 esta Superioridad dictó el fallo 

Nro. 01121, mediante el cual declaró la tempestividad de la fundamentación 

realizada el 8 de abril de 2014 por el apoderado judicial del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia, en la misma oportunidad en la que se ejerció la 

apelación fiscal ante el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la 

Región Los Andes; en consecuencia, estimó necesario fijar “(•••) nueve (9) 

días continuos en razón del térmico de la distancia y  un lapso de cinco (5) 

días de despacho, contados a partir de la última de las notificaciones 

ordenadas, para que la sociedad de comercio PASTEURIZADORA 

TÁCHIRA, C.A. dé contestación a ¡a apelación ejercida (...)" . (Resaltados 

del original).

El 13 de enero de 2015 se dejó constancia de la incorporación a esta 

Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia el 29 de 

diciembre de 2014, de las Magistradas María Carolina Ameliach Villarroel, 

Bárbara Gabriela César Siero y el Magistrado Inocencio Antonio Figueroa 

Arizaleta, designados y juramentados por la Asamblea Nacional el 28 del 

mismo mes y año. Se reasignó como Ponente al Magistrado Inocencio 

Antonio Figueroa Arizaleta.

En fecha 5 de febrero de 2015 las abogadas María Auxiliadora 

Venturini y María Patricia Parra, inscritas en el INPREABOGADO bajo los 

Nros. 45.347 y  48.100, respectivamente, actuando con el carácter de 

apoderadas judiciales de la sociedad de comercio Pasteurizadora Táchira, 

C.A., tal como se constata del documento poder inserto a los folios 153 al 155 

del expediente judicial, consignaron escrito de contestación a la apelación.

La causa entró en estado de sentencia el 5 de febrero de 2015, a tenor de 

lo establecido en el artículo 93 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa.

El 30 de julio de 2015 el abogado Carlos Machado del Gallego, antes 

identificado, en su condición de apoderado judicial del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia, solicitó a esta Sala que se abocase al conocimiento 

de esta causa, en virtud de su representado tener interés en obtener un pronto 

pronunciamiento. Igualmente, el 28 de octubre del mismo año y el 19 de enero 

de 2016, solicitó dictar la sentencia respectiva.

En fecha 20 de enero de 2016 se hizo constar la incorporación a esta 

Sala Político-Administrativa en fecha 23 de diciembre de 2015, del 

Magistrado Marco Antonio Medina Salas y de la Magistrada Eulalia 

Coromoto Guerrero Rivera, designados y juramentados por la Asamblea 

Nacional en la última de las mencionadas fechas.

Los días 27 de enero, 2 de agosto y 13 de octubre de 2016, así como el 

25 de enero y 21 de febrero de 2017 el abogado Carlos Machado del Gallego, 

antes identificado, actuando con el carácter de apoderado judicial del 

Municipio San Francisco del Estado Zulia, solicitó a esta Sala dictar el 

pronunciamiento correspondiente en estejuieio.

El 24 de febrero de 2017 se eligió la Junta Directiva de este Máximo 

Tribunal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Orgánica 

del Tribunal Supremo de Justicia, quedando integrada esta Sala Político- 

Administrativa de la forma siguiente: Presidenta, Magistrada María Carolina 

Ameliach Villarroel; Vicepresidente, Magistrado Marco Antonio Medina 

Salas; la Magistrada, Bárbara Gabriela César Siero; el Magistrado, Inocencio 

Antonio Figueroa Arizaleta; y la Magistrada, Eulalia Coromoto Guerrero 

Rivera.

En fecha 25 de abril de 2017 al representante en juicio del Fisco 

Municipal, pidió a esta Alzada la emisión del fallo respectivo.

Realizado el estudio del expediente pasa este Alto Tribunal a decidir, 

con fundamento en los artículos 26, 253 y 257 de la Constitución de la 

República Bolivarlana de Venezuela.
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I

ANTECEDENTES

El 19 de diciembre de 2013 el abogado Héctor Jaime Martínez, antes 

identificado, actuando en su condición de representante judicial de la sociedad 

de comercio Pasteurizadora Táchira, C.A., ejerció ante el Tribunal Superior de 

lo Contencioso Tributario de la Región Los Andes, el recurso contencioso 

tributario conjuntamente: con sqlifijtud de medida cautelar de suspensión de 

efectos, por disconformidad parcial con la Resolución Nro. SEDEBAT-SF- 

ZL-RC-2013-136 del 8 de noviembre de 2013, emitida por el Intendente 

Tributario Municipal del Servicio Desconcentrado Bolivariano de 

Administración Tributaria (SEDEBAT) de la Alcaldía del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia, que: 1) eximió “(•••) de  respon sab ilidad  p o r  

ilícitos tributarios a  la contribuyente  ( ...), p o r  lo que no se  le ap lic[ó ] el 

cobro  de s a n c i o n e s y 2) ordenó emitir a su cargo la Planilla de Liquidación 

Nro. SEDEBAT-SF-ZL-PL-2013-148 de igual fecha, por la cantidad total de 

Ciento Cincuenta y  Seis Mil Cuatrocientos Ochenta y Dos Bolívares con 

Veintidós Céntimos (Bs. 156.482,22), por diferencia de impuesto sobre 

actividades económicas de industria, comercio, servicios o de índole similar 

causado y no pagado, correspondiente a los años civiles 2009, 2010, 2011 y 

2012, e intereses moratorios liquidados de acuerdo a lo contemplado en el 

articulo 66 del Código Orgánico Tributario de 2001, aplicable en razón del 

tiempo. (Agregado de este Máximo Juzgado).

En fecha 7 de enero de 2014 el Tribunal de instancia dio entrada en su 

archivo a la acción judicial instaurada y ordenó la notificación del Síndico 

Procurador y el Alcalde del Municipio San Francisco del Estado Zulia, así 

como del Fiscal Décimo Tercero del Ministerio Público de la Circunscripción 

Judicial del Estado Barinas.

El 12 de febrero de 2014 el Juzgado a quo admitió el referido recurso y

declaró improcedente la medida cautelar de suspensión de efectos peticionada.

En fecha 11 de marzo de 2014 el Órgano Jurisdiccional de la causa, 

mediante auto indicó lo que a continuación se transcribe: “( . ..)  visto que el 

lapso p a ra  p rom over  p ru ebas ( . . . )  fin a lizó  e l d ía  05/03/2014, sin que ninguna 

de  las p a r te s  haya prom ovido  p ru eba  alguna, este  ju zg a d o  acuerda: ( . . .)  

Señalar que a partir del día 06/03/2014, inclusive se  comenzó a computar un 

lapso de veinte (20) dlcts de despacho para la evacuación de pruebas (...),

vencidos los cuales se fija  al décimo quinto (15) día de despacho siguiente, 
p a r a  que las p a r te s  presen ten  informes ( . . .) ”. (Resaltado del original).

El 18 de marzo de 2014 el abogado Carlos Machado del Gallego, antes 

identificado, actuando como apoderado judicial del prenombrado Municipio, 

solicitó la reposición de la causa y  la nulidad de “todo  lo  actuado"  en virtud 

de estimar vulnerado el derecho a la defensa de su representado, al no 

habérsele otorgado el término de la distancia ni el lapso de cuarenta y cinco 

(45) días establecido en el “(•■■) articu lo 153 de la L ey O rgánica de l P oder  

Público M unicipal"  de 2010. Igualmente, denunció “/a incom petencia” del 

Órgano Jurisdiccional remitente.

II

DEL FALLO APELADO

El Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los 

Andes dictó la sentencia interlocutoria Nro. 056/14 de fecha 21 de marzo de

2014, mediante la cual dispuso la reposición de la causa a la etapa de 

promoción de pruebas, una vez constase en autos la notificación del Sindico 

Procurador del Municipio San Francisco del Estado Zulia; asimismo, declaró 

“( ...)  nulo lo actuado hasta (sic) la admisión del recurso" y  ratificó ¡su 

competencia territorial para el conocimiento del juicio, con fundamento en las 

siguientes consideraciones:

“(...) Vista la reposición de la causa y  nulidad de todo lo actuado 
solicitada del (sic) abogado apoderado de la Alcaldía Del (sic) 
Municipio San Francisco del Estado Zulia (...) en fecha 19-03-2014 
en el (sic) que se solicita:

1) Reposición de la causa pues no se le otorgo (sic) termino (sic) de 
la distancia por estar en el Estado Zulia.

2) Omitió concederle a [su] representada los 45 dias del Articulo (sic)
153 de la LOPPM.

3) Incompetencia del Tribunal por cuanto se trata de una Alcaldía del 
Estado Zulia.

Este Tribunal observa:

1) Al particular primero es cierto que el término de la distancia forma 
parte del debido proceso y  puede violentar el derecho a la defensa sin 
embargo en virtud que las notificaciones demoran mas (sic) del 
tiempo prudente y  muchos (sic) mas (sic) del termino (sic) de la 
distancia, este tribunal no ¡o concede. Se explica:

El recurso contencioso tributario se recibió el 19 de diciembre de 
2013 (f-67).

El trámite se realizó el 7 de enero de 2014.

El oficio de notificación del Fiscal del Ministerio Público se consigno 
(sic) el 29 de enero del 2014.

Los oficios del Alcalde y  del Sindico (sic) municipal (sic) Alcaldía Del 
(sic) Municipio San Francisco del Estado Zulia fueron recibido (sic) 
en fecha (sic) y  agregados el 5 de febrero de 2014 con lo que pasaron 
28 días desde que se tramito (sic) muchos mas (sic) que los 5 que 
concede el termino (sic) de la distancia.

(...omissis...)

2) En cuanto a los 45 días de la citación que contempla el Articulo 
153 de la LOPPM estos (sic) no se aplican en el procedimiento 
contencioso tributario pues el Código Orgánico Tributario señala en 
el articulo 267 (...).

Recibido el recurso de nulidad procede el tribunal a ¡a notificación de 
las partes, de conformidad con el articulo 264 del Código Orgánico 
Tributario [de 2001), y  una vez practicada las notificaciones de Ley: 
al Alcalde y  al Sindico (sic) Procurador de conformidad con el 
Articulo (sic) 155 LOPPM y  al Fiscal del Ministerio Público 
especializado en materia tributaria, de conformidad con el articulo 11 
ordinal 2 de ¡a Ley Orgánica del Ministerio Público, comenzará a 
computarse el lapso para admitir el recurso, se ordena la notificación 
fíjese que el Código Orgánico Tributario [de 2001] no ordena 
citación alguna por que (sic) en el recurso contencioso tributario no 
hay ni demanda, ni contestación, estamos frente a un recurso de 
nulidad especial en materia tributaria que es un control de, legalidad 
y  en (sic) donde la primera oportunidad para defender el acto son ¡os 
informes en virtud que no hay contestación o podría hacer oposición 
a la admisión por las causales contempladas en el mismo código.

(...omissis...)

Tal como lo señala el Articulo (sic) 153 se refiere claramente a ¡a 
citación de la demanda o solicitud que obre contra sus (sic) interés 
patrimonial (sic) al no haber demanda ni citación no se aplica, y  
procede la notificación sin mas (sic) termino (sic) que el establecido 
en el Articulo (sic) 267 antes citado.

Sin embargo, como las causales de inadmisibilidad son de orden 
publico (sic) se resolverá como punto previo de la sentencia de mérito 
(sic) si la alcaldía opusiera cualquiera de ellas.

3) Por último entiende esta juzgadora que se plantea la incompetencia 
del tribunal por el territorio sin embargo la Sala Político 
Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia ha establecido 
claramente el la (sic) competencia para conocer del recurso 
contencioso tributarlo la determina el domicilio del recurrente.

(...omissis...)

En el caso de autos Pasteurizadora Táchira llene su domicilio en la 
ciudad de San Cristóbal Estado Táchira asi lo reconoce el acto 
administrativo impugnado al falto 22 vuelto por lo que el tribunal 
competente es la Región los Andes.
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En conclusión como isla (lie) «n Juego el sagrado derecho a la 
defensa del Municipio Son Francisco del Estado Zulla y  visto (sic) les 
alegatos de los abogados, se repone le causa (lie) la etapa de 
promoción de pruebas, la cual comentara (sio) a computarse una ves 
se agregue el aeuse de recibo de (sis) sindico procurador municipal 
en virtud que los abogado (lio) no establecieron domieilio especial, se 
declara nulo lo actuado hasta (lio) la admisión del recurso y  asi de 
decide.

, (...omisiis...)

(...) ESTE TRIBUNAL SUPERIOR (...) DECLARA:

1. - SE REPONE LA CAUSA A L A  ETAPA DE PROMOCIÓN DE 
PRUBAS (sic), LA CUAL COMENZARÁ A COMPUTARSE una 
ver se agregue el acuse de recibo de la notificación del sindico 
procurador (sic) de la Alcaldía deI Municipio San Francisco del 
Estado Zulia (...) se declara nulo lo actuado hasta (sic) la admisión 
del recurso.

2. - Este Tribunal ratifica su competencia para conocer del recurso 
contencioso tributario (...)”. (Resaltados y mayúsculas del original). 
(Agregados de esta Sala).

III

FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN Y DE LA SOLICITUD DE 

REGULACIÓN DE COMPETENCIA

En fecha 8 de abril de 2014 la representación judicial del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia, interpuso recurso de apelación contra ia sentencia 

antes transcrita y recurso de regulación de competencia; en esa misma 

oportunidad, expresó brevemente los motivos por los cuales solicita la 

revocatoria del fallo apelado, señalando a tal efecto lo siguiente:

Que “( . ..)  APEL[e] formal y  expresamente de la decisión de este 

Tribunal de fecha 21 de Marzo de 2.014 por negarle aplicación a! artículo 

205 del Código de Procedimiento Civil referido al término de la distancia 

que debe ser otorgado por todo Juez al tener el demandado un domicilio 

diferente al del Tribunal, al articulo 153 de la Ley Orgánica del Poder 

Público Municipal y  a los articulo (sic) 267 y  268 del Código Orgánico 

Tributario ( ...) , esta OM ISIÓN O FALTA DE APLICACIÓN DE UNA 

NORMA, QUE COMPORTA UNA FORMALIDAD ESENCIAL PARA LA 

VALIDEZ DEL ACTO, trae como consecuencia que las actuaciones de este 

Tribunal SE A N  NULAS DE NULIDAD ABSOLUTA desde el auto de
t b  \*  i . ..

admisión del recurso interpuesto inclusive por ser viotaiorlo del derecho a la 

defensa y  debido proceso, CAUSÁNDOLE INDEFENSION (sic) GRA VE Y 

FLAGRANTE A LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA (sic) MUNICIPAL 

AL NO REPONER LA CAUSA AL ESTADO DE LIBRAR NUEVA 

NOTIFICACIÓN a tenor de lo dispuesto en el artículo 211 del Código de 

Procedimiento Civil ( . . . ) .  Este Tribunal debe librar NUEVA 

NOTIFICACIÓN DE [su] REPRESENTADA CONCEDIÉNDOLE EL 

TERMINO (sic) DE LA DISTANCIA Y LOS CUARENTA Y CINCO DÍAS 

que contempla la Ley Orgánica del Poder Público Municipal ( . . .) ”. 

(Resaltados y mayúsculas del original). (Agregados de esta Sala).

También aduce que “(•■■) llama la atención ( . . .)  que este Tribunal en 

el auto de admisión no solicita el respectivo ‘Expediente Administrativo’ 

como debe hacerlo de conformidad a lo dispuesto en el parágrafo único del 

articulo 264 del COT [de 2001], el cual es indispensable para que la 

Juzgadora pueda evidenciar lo alegado por las partes durante el proceso 

( . . .)”. (Resaltado del original y  corchetes de esta Alzada).

Sostiene que “( . . . )  [el] Tribunal [de mérito] en una decisión 

contradictoria con errores de derecho y  con ausencia total de fundamentos

de derecho, declara nulo todo lo actuado y  REPONE, asombrosamente, al 

lapso de PROMOCIÓN DE PRUEBAS, ocasionando un DESORDEN 

PROCESAL, con prescindencia absoluta del procedimiento establecido por 

el COT (art. 267 y  268) que trae inseguridad jurídica a ambas partes, sin 

acordar que deben dejarse transcurrir el término de la distancia y  los 

cuarenta y  cinco (45) días ( . . .)” a los que alude el 153 de la Ley Orgánica del 

Poder Público Municipal de 2010. (Resaltados y mayúsculas del original). 

(Interpolados de este Alto Tribunal).

Adicionalmente, la representación judicial del Fisco Municipal solicita 

la "(.. .) REGULACIÓN DE COMPETENCIA POR EL TERRITORIO ya 

que la Resolución bqjo análisis constituye un acto administrativo de efectos 

particulares, derivado de una actividad regulada por la Administración 

Tributaria Municipal en materia de impuesto sobre actividades económicas 

de industria, comercio, servicios o de índole similar con domicilio en el 

Municipio San Franckco^'dtt^jjiify, Zulla, en (sic) donde también, tiene 

sede o sucursal el (sic) recurrente y  en (sic) donde se desplegó la actividad 

económica que genera el tributo municipal (,.,)". (Resaltados y mayúsculas 

del original).

En ese sentido, asegura que “( ...)  se observa de la Resolución 

N° SEDEBAT-SF-ZL-RC-2013-136 de fecha ocho (08) de Noviembre de 2013 

que el (sic) recurrente posee Licencia Económicas (sic) N° 2000050710, tiene 

establecimiento permanente en el Municipio San Francisco del Estado 

Zulia, ubicada (sic) en la ZONA INDUSTRIAL I I  ETAPA, CC NASA SUR, 

GALPON N° 6, de la Ciudad de Maracalbo Municipio San Francisco del 

Estado Zulia, encontrándose dentro de la Jurisdicción determinada a ese 

Juzgado Superior Contencioso Tributario del Estado Zulia (sic) (...)"■ 

(Resaltado y mayúsculas del original).

IV

DE LA CONTESTACIÓN A LA APELACIÓN

En fecha S de febrero de 2015 las abogadas María Auxiliadora 

Venturini y María Patricia Pana, antes identificadas, actuando con el carácter 

de representantes en juicio de la sociedad mercantil Pasterizadora Táchira, 

C.A., consignaron ante esta Alzada el escrito de contestación a la apelación, 

en el que exponen le siguiente:

Con relación a la reposición dp, la .eajuaa ppt, no haber sido otorgado el 

término de la distancia al ente local, arguyen que “(•••) si bien es cierto que el 

término de la distancia forma parte del debido proceso y  su no aplicación 

puede violentar el derecho a la defensa, en el caso de autos, las notificaciones 

al Alcalde y  al Síndico Municipal de la Alcaldía del Municipio San Francisco 

del Estado Zulia demoraron más del tiempo prudente y  mucho más del 

término de la distancia; de tal manera, que reponer la causa al estado de una 

nueva admisión, sólo por el hecho de haberse omitido el término de la 

distancia, sólo ocasionaría un retardo en el proceso, por tratarse de una 

reposición inútil (...)".

Por otra parte, estiman que no es procedente “(••■) la reposición de ia 

causa al estado de practicarse una nueva notificación, por la supuesta 

omisión de aplicar el lapso de cuarenta y  cinco (45) días de la citación que 

contempla el artículo 153 de ¡a Ley Orgánica del Poder Público Municipal 

[de 2010], ya que tal y  como claramente se explica en el fallo apelado, este
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lapso no se aplica en el procedimiento contencioso tributario". En ese 

sentido, también subrayan que “( . ..)  la sentencia apelada no violó la garantía 

constitucional al debido proceso, pues la reposición de la causa acordada 

por el Tribunal (.. .) al estado de promoción de pruebas, garantiza plenamente

el ejercicio del derecho a la defensa de la representación Municipal 

(Resaltado y subrayado del original). (Corchetes de este Alto Tribunal).

Acerca de la regulación de competencia por el territorio, afirman que en 

“( ...)  el presente caso, consta en autos, y  así ha sido reconocido de manera 

expresa por el propio Municipio San Francisco del Estado Zulia en el acto 

administrativo impugnado, que el domicilio de [su] representada ( . . .)  se 

encuentra establecido en la ciudad de San Cristóbal Estado Táchira, en virtud 

de lo cual, el Tribunal competente para conocer, sustanciar y  decidir el 

recurso contencioso tributario ejercido por la empresa, es el que tiene 

competencia en jurisdicción de la Región Los Andes”. (Agregado de esta 

Sala).

Con base en las consideraciones realizadas, solicitan a este Máximo 

Tribunal declarar “S IN  LUGAR la apelación ejercida". (Negrillas del 

original).

V

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR

Corresponde a esta Sala jjfbilúnciarse en esta oportunidad sobre los 

recursos de apelación y de regulación de competencia interpuestos por la 

representación judicial del Municipio San Francisco del Estado Zulia, contra 

la sentencia interlocutoria Nro. 056/14 de fecha 21 de marzo de 2014, dictada 

por el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los 

Andes, mediante la cual, en el marco del recurso contencioso tributario 

incoado conjuntamente con solicitud de medida cautelar de suspensión de 

efectos por la sociedad de comercio Pasterizadora Táchira, C.A., dispuso la 

reposición de la causa a la etapa de promoción de pruebas, una vez que 

constase en autos la notificación del Síndico Procurador del señalado 

Municipio; asimismo, declaró “(■■■) nulo lo actuado hasta (sic) la admisión 

del recurso" y ratificó su competencia territorial para el conocimiento del 

juicio.

Vistos los términos del fallo recurrido y analizadas las alegaciones 

formuladas en su contra por el representante del Fisco Municipal, así como los 

argumentos esgrimidos por las apoderadas judiciales de la empresa 

accionante, este Supremo Tribunal observa que la controversia planteada en el 

presente caso se contrae a dilucidar la conformidad a derecho de los 

pronunciamientos del Juzgado remitente, a través de los cuales estimó 

improcedentes las denuncias del ente local formuladas en sustento a su 

solicitud de reposición de la causa, relativas a la falta de aplicación de los 

artículos 205 del Código de Procedimiento Civil, 153 de la Ley Orgánica del 

Poder Público Municipal de 2010 y 264, Parágrafo Único del Código 

Orgánico Tributario de 2001, este último vigente ratione temporis\ así como 

también la alegada incompetencia por el territorio del Órgano Jurisdiccional 

de origen.

No obstante la forma en que se plantearon tales delaciones, esta Alzada 

considera necesario analizar en primer lugar lo atinente a la competencia 

territorial del Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los

Andes para conocer en primer grado de jurisdicción la acción judicial instada 

por la contribuyente; ello por razones de orden público y atendiendo a los 

efectos procesales que devendrían en caso de corroborarse la certeza de las 

argumentaciones vinculadas a la incidencia competencia! suscitada, sin 

perjuicio de la posibilidad de entrar a conocer las restantes denuncias a fin de 

garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos en conflicto. Así se 

establece.

Delimitada la litis en los términos expuestos, pasa esta Sala a decidir y, 

al respecto, observa:

1.- De la “Regulación de Competencia”.

Observa esta Superioridad que la representación judicial del ente local 

además de apelar de la sentencia interlocutoria Nro. 056/14 dictada por el 
Tribunal remitente el 21 de marzo de 2014, solicitó la regulación de 

competencia por el territorio, al considerar que -contrariamente a lo expresado 

por el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los 

Andes- éste no es el competente para conocer del recurso contencioso 

tributario, dado que -a su decir- la contribuyente tiene su domicilio y sede o 

sucursal en el referido Municipio San Francisco del Estado Zulia.

Con vista a lo indicado, es preciso resaltar que la solicitud en 

comentario no fue formulada conforme a lo estatuido en los artículos 70 y 71 

del Código de Procedimiento Civil, ni fue planteada de oficio a tenor de lo 

dispuesto en los artículos 26 (numeral 19) de Ley Orgánica del Tribunal 

Supremo de Justicia de 2010 y 23 (numeral 19) de la Ley Orgánica de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa -que atribuyen a esta Máxima 

Instancia la competencia para resolver los conflictos de competencia que 

surjan entre los Tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa, de la 

cual forma parte la jurisdicción especial tributaria-; sino que tal pedimento 

tuvo lugar con ocasión del pronunciamiento sobre la competencia realizado 

por la Jueza de instancia en *f falló apelado. De allí que la Sala, “(•••) por 

corresponderle el conocimiento en alzada de las decisiones emitidas por los 

Tribunales Superiores de lo Contencioso Tributario, conforme a lo 

establecido en eI artículo 336 del Código Orgánico Tributario, publicado en 

la Gacela Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.152 

Extraordinario del 18 de noviembre de 2014, en concordancia con lo previsto 

en el artículo 12 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa”, determinará cuál es el órgano jurisdiccional competente para 

conocer y decidir la causa, como uno de los alegatos de la apelación fiscal 

(vid., sentencia de la Sala Político-Administrativa Nro. 00108 del 23 de 

febrero de 2017, caso: Falman Representaciones Aduaneras, C.A.). Así se 

declara.

Resuelto lo anterior, se aprecia que la mencionada solicitud de 

regulación de competencia se fundamenta en que la Resolución impugnada 

constituye un acto administrativo de efectos particulares, producto de una 

actividad regulada por la Administración Tributaria del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia en materia de impuesto sobre actividades

económicas de industria, comercio, servicios o de índole similar y, que la
■ ? |H' ¡

recurrente “tiene sede o sucursal en jurisdicción de dicho ente político-, • ¡! >
territorial en la que se lleva a cabo la actividad económica generadora del 

tributo en referencia.
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En ese sentido, manifiesta la representación en juicio del Municipio 

recurrido, que de la Resolución Nro. SEDEBAT-SF-ZL-RC-2013-136 de 

fecha 8 de Noviembre de 2013, se observa que la empresa contribuyente 

posee Licencia de Actividades Económicas Nro. 2000050710 y tiene 

establecimiento permanente en la “(•••) ZONA INDUSTRIAL II ETAPA, CC 

NASA SUR, GALPON N° 6, de la Ciudad de Maracaibo Municipio San 

Francisco del Estado Zulia" (sic), encontrándose dentro de la Jurisdicción del 

Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Zuliana. 

(Mayúsculas de la fuente).

Por su parte, -sobre la regulación de competencia por el territorio- las 

apoderadas judiciales de la sociedad de comercio Pasteurizadora Táchira, 

C.A., en el escrito de contestación a la apelación presentado ante esta Máxima 

Instancia, aseguran que en el presente caso, consta en autos y -a su decir- así 

ha sido reconocido de manera expresa por el propio Municipio San Francisco 

del Estado Zulia en el acto administrativo impugnado, que el domicilio de su 

representada se encuentra establecido en la ciudad de San Cristóbal del Estado 

Táchira, en virtud de lo cual, el Órgano Jurisdiccional competente para 

conocer, sustanciar y decidir el recurso contencioso tributario ejercido por la 

empresa, es el que tiene competencia en jurisdicción de la Región Los Andes.

Al respecto, el artículo 262 del Código Orgánico Tributario de 2001,
I '

aplicable en razón del tiempo, cohtempla;

“Articulo 262.- El recurso podrá interponerse directamente ante el 
tribunal competente, o por ante un ju e i con competencia territorial en 
el domicilio fiscal del recurrente. Asimismo, podrá interponerse ante 
la oficina de la Administración Tributarla de la cual emanó el acto 
(...)”. (Resaltado de esta Sala).

De la norma transcrita se evídenoia que el Legislador Tributario en 

desarrollo de los principios de libre acceso a la justioia y de tutela judicial 

efectiva, considera de suprema importancia el domicilio fiscal del recurrente, 

como aquel elemento que permite con mayor eficaoia, regionalizar la justicia y 

acercarla a los administrados en los términos expuestos.

Con relación a la materia fiscal, en aquellos supuestos en los cuales la

competencia territorial para la interposición del recurso contencioso tributario

presente dudas, deberá determinarse a través de la noción del domicilio fiscal 

del recurrente, el Tribunal Superior Regional competente para conocer la 

reclamación judicial. (Vid., sentencias de esta Sala Nros. 00370 y 00272, de 

fechas 10 de abril de 2013 y 25 de marzo de 2015, casos: Inelectra, S.A.C.A. y 

C.A. Dayco de Construcciones, respectivamente).

En armonía con lo expresado, el artículo 32 del prenombrado Texto 

Orgánico Tributario, preceptúa‘tóiqueá continuación se transcribe:

“Artículo 32.- A los efectos tributarios y  de la práctica de las 
actuaciones de la Administración Tributarla, se tendrá como domicilio 
de las personas Jurídicas y  demás entes colectivos en Venezuela:

1. El lugar donde esti situada su dirección o administración efectiva

2. El lugar donde se halle el centro principal de su actividad, en caso 
de que no se conozca el de su dirección o administración.

3. El lugar donde ocurra el hecho Imponible, en caso de no poder 
aplicarse las reglas precedentes.

4. El que elija la Administración Tributaria, en caso de existir más de 
un domicilio según lo dispuesto en este articulo, o sea imposible 
determinarlo conforme a las reglas precedentes".

Respecto del análisis de la citada disposición normativa, esta Sala se ha 

pronunciado mediante sentencia Nro. 01494 de fecha 15 de septiembre de

2004, caso: Papelería y  Librería Tauro, C.A., criterio ratificado en numerosos 

fallos, entre otros, los Nros. 00867, 00,11? y 00114, el primero del 10 de junio 

de 2009 y los restantes de feeha 27 de epero de 2011, casos: Raneo Nacional 

de la Vivienda y  Hábitat (BAÑA VIH), John Dewar & Sons Venezuela C.A. e 

INVERSORA SEGUCAR C.A., respectivamente, estableciendo que “(•••) el 

domicilio fiscal del recurrente corresponderá al lugar donde esté situada la 

dirección o administración efectiva de la contribuyente o, en su defecto, donde 

se halle el centro principal de su actividad, o en defecto de ambas, donde 

ocurra el hecho imponible, o en defecto de estos lugares, donde elija la 

Administración Tributaria ( . . .) ”.

Asimismo, esta Máxima Instancia ha señalado en materia municipal que 

cuando un contribuyente posea, aparte de su sede principal, una base fija o 

establecimiento permanente, el Tribunal competente para conocer y decidir los 

conflictos suscitados, se puede determinar atendiendo al “( . . .)  lugar donde se 

encuentre situada la base fija  o establecimiento permanente [pues] en materia 

municipal, [tal circunstancia es] lo que se toma en cuenta a los efectos de 

establecer el factor de conexión que vincula al sujeto pasivo con el sujeto 

activo de la relación jurídica-tributaria que nace entre ellos producto del 

acaecimiento del hecho imponible". (Vid., decisión Nro. 1507 del 14 de agosto 

de 2007, caso: Publicidad Vepaco, C.A., criterio ratificado en la sentencia 

Nro. 0245, del 21 de marzo de 2012, caso: M-I Drilllng Fluids de Venezuela, 

C.A.). (Agregados de esta Sala).

De igual manera la vigente Ley Orgánica del Poder Público Municipal, 

publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 

Nro. 6.015 Extraordinario del 28 de diciembre de 2010, en los artículos 216 y 

217, establece:

''Artículo 216. La actividad industrial y  de comercialización de bienes 
se considerará gravable en ,un Municipio, siempre que se ejerza 
mediante un establecimiento permanente, o base fija, ubicado en el 
territorio de ese Municipio". ',

"Artículo 217. Se entiende por establecimiento permanente una 
sucursal, oficina, fábrica, taller, instalación, almacén, tienda, obra en 
construcción, instalación o montaje, centro de actividades, minas, 
canteras, instalaciones y  pozos petroleros, bienes inmuebles ubicados 
en la jurisdicción: el suministro de servicios a través de máquinas y  
otros elementos Instalados en el Municipio o por empleados o 
personal contratado para tal fin, las agencias, representaciones de 
mandantes ubicadas en el extranjero, sucursales y  demás lugares de 
trabajo mediante los cuales se ejecute la actividad, en jurisdicción del 
Municipio (...)”.

En razón de lo antes expresado, estima la Sala necesario precisar los 

elementos que han de vincular la reclamación judicial suscitada en el presente 

caso con el Órgano Jurisdiccional competente.

Así, en atención al criterio parcialmente transcrito y del análisis de las 

actas procesales, concretamente del libelo del recurso contencioso tributario, 

se desprende el señalamiento según el cual la empresa Pasteurizadora Táchira, 

C.A., “( ...)  se encuentra ubicada en la ciudad de San Cristóbal ( . . .)  del 

Estado Táchira" (folio 7). Igualmente, se indica como domicilio procesal el 

siguiente: “(•■•) Calle 8, No. 9-13, Av. Principal Urbanización La Concordia, 

San Cristóbal, Estado Táchira" (folio 15).

Ahora bien, en. el propio' libelo se hace referencia a que la 

comercialización de los productos fabricados por la compañía recurrente se 

efectúa “( . ..)  desde la sede principal ubicada en San Cristóbal, pero otra 

parte se realiza a través de los centros de distribución ubicados en diferentes 

jurisdicciones municipales del país, como en el caso del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia ( . . .)” (folio 8).
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Además, en el Acta de Reparo Nro. SEDEBAT-SF-ZL-ARF-2013-034 

del 29 de abril de 2013 (folios 34 al 41), se dejó constancia que la 

contribuyente “(•■•) tiene un local con carácter permanente ubicado en la 

Zona Industrial, I I  Etapa, c.c. Nasa Sur, Local Nro. 06 con domicilio fiscal 

en la Calle 8, Edificio Nro. 9-13, Piso PB, Sector La Concordia, Municipio 

San Cristóbal, Edo. Táchira (...)" . (^ saltados de esta Sala).

Vinculado a lo expresado, :de la Resolución Nro. SEDEBAT-SF-ZL- 

RC-2013-136 del 8 de noviembre de 2013, suscrita por el Intendente 

Tributarlo Municipal del Servicio Desconcentrado Bolivariano de

Administración Tributaria (SEDEBAT) de la Alcaldía del Municipio San 

Francisco del Estado Zulia, impugnada a través del presente recurso 

contencioso tributario, se aprecia (folio 27 vto.) que “( ...)  las actividades que 

realiza la Contribuyente ( . . .)  dentro del Municipio San Francisco del Estado 

Zulia son de COMERCIO porque en la mencionada sede se encargan de la 

distribución de los productos producidos (sic) en el Estado Táchira". 

(Resaltado y subrayado del original).

En efecto, así fue reconocido por las apoderadas judiciales de la 

accionante en el escrito de descargos presentado el 22 de mayo de 2013 (folios 

53 al 63), al sostener lo que sigue:

“(...) La referida Acta Fiscal [Nro. SEDEBAT-SF-ZL-ARF-2013- 
034] fue notificada a PASTEURIZADORA TÁCHIRA, CU., 
mediante constancia escrita entregada en fecha veintinueve (39) de 
abril del año 3.013 en el Centro de Distribución de la empresa 
ubicado en la ciudad de Maracaibo, la cual fue firmada por la 
ciudadana HAYZEL ANDREINA PIRELA BACCA, (...) quien se 
desempeña como Asistente Administrativo. En consecuencia, dicha 
notificación surtió efecto al día hábil siguiente, es decir, el treinta 
(30) de abril del año 2.013, iodo ello de conformidad con lo 
establecido en el articulo S3, Parágrafo Segundo de la Ordenanza 
sobre Administración Tributaria Municipal del Municipio San 
Francisco del Estado Zulia, pues la empleada antes identificada no 
ostenta el cargo de Gerente, Directora ni Administradora de la 
contribuyente". (Resaltados del original y agregado de esta Alzada).

Sobre esa base, esta Sala no comparte el criterio sostenido por el 

Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los Andes al 

haberse declarado competente por el territorio, toda vez que aún cuando la 

contribuyente tiene su domicilio fiscal en la ciudad de San Cristóbal del 
Estado Táchira, posee también un establecimiento permanente en el 

Municipio San Francisco del Estado Zulia, lugar donde se encuentra el asiento 

principal -en esta entidad local- de su actividad de comercialización de los
i tt

productos elaborados ep.la^judad 4® San Cristóbal, Estado Táchira, lo cual 

conforme a la jurisprudencia citada debe tomarse en cuenta a los efectos de 

establecer el factor de conexión entre el sujete pasivo y el sujeto activo de la 

relación jurídico tributaria, por ser lo que en definitiva determina el Órgano 

Jurisdiccional competente para conocer y decidir del recurso contencioso 

tributario interpuesto por la parte actora. (.Vid, sentencia Nro. 01212 del 24 de 

octubre de 2012, caso: Sociedad de Construcciones Somor, C.A.). Así se 

dispone.

Con fundamento en lo indicado, conoluye esta Máxima Instancia que el 

conocimiento del recurso contencioso tributario ejercido cotyuntamente con 

solicitud de medida cautelar de suspensión de efectos per la sociedad de

comercio Pasteurizadora Táchira, C.A., contra el acto administrativo 

impugnado, supra identificado, corresponde al Tribunal Superior de lo 

Contencioso Tributario de la Región Zuliana, resultando procedente, por 

tanto, lo argüido por el representante del Fisco Municipal sobre el particular. 

Así se decide.

Determinado como ha quedado cuál es el Organo Jurisdiccional

competente para conocer y decidir del caso de autos, correspondería a esta
u i,.... ud.l.j ;t;

Sala de conformidad eon el articulo 75 del Código de Procedimiento Civil, 

aplicable a la materia tributaria en virtud de lo previsto en el artículo 339 del 

Código Orgánico Tributario de 2014, remitir inmediatamente el presente 

expediente al Tribunal competente “( . . .)  en el cual se continuará el curso del 

juicio". Sin embargo, atendiendo a lo advertido anteriormente acerca de la 

tutela efectiva de los derechos en conflicto, y visto que en el recurso de 

apelación incoado por la representación judicial del Municipio San Francisco 

del Estado Zulia se denuncian vicios del proceso contencioso tributario en los 

que supuestamente incurrió el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario 

de la Región Los Andes, esta Superioridad considera fundamental, en razón de 

ser la cúspide de las Jurisdicciones Contencioso Administrativa y Contencioso 

Tributaria, pasar a pronunciarse acerca de los alegatos esgrimidos por el Fisco 

Municipal a fin de establecer la eventual procedencia de la reposición de la 

causa.

2.- Del “Recurso de Apelación".

Así las cosas, se aprecia que dicho medio de impugnación en segundo 

grado de jurisdicción fue intentado con la finalidad de obtener de esta Sala un 

veredicto acerca de los siguientes aspectos presuntamente adolecidos por el 

fallo de instancia: i) falta de aplicación del artículo 205 del Código de 

Procedimiento Civil, referido al término de la distancia que debe ser otorgado 

por los Jueces al tener el demandado un domicilio diferente al del Tribunal; 

¡i) falta de aplicación del artículo 153 de la Ley Orgánica del Poder Público 

Municipal de 2010, al no concederle al Síndico Procurador del Municipio San 

Francisco del Estado Zulla, el término de cuarenta y cinco (45) días continuos 

para dar “contestación a la demanda"', y Iii) inobservancia del artículo 264 del 

Código Orgánico Tributario de 2001, vigente en razón del tiempo, toda vez 

que no se solicitó en el "auto de admisión" el expediente administrativo.

i) Falta de aplicación del artículo 205 del Código de Procedimiento

Civil.

La representación en juicio del Municipio San Francisco del Estado 

Zulia, sostiene que fueron vulnerados los derechos a la defensa y al debido 

proceso del ente recurrido, por no concederle en la notificación el término de 

la distancia que le correspondía por encontrarse fuera de la localidad del 

Juzgado de mérito.

Al respecto, las apoderadas judiciales de la contribuyente -en el escrito 

de contestación a la apelación- aducen que las notificaciones del Alcalde y el 

Síndico Procurador del Municipio San Francisco del Estado Zulia tardaron en 

practicarse mucho más del término de la distancia; de tal manera, que reponer 

la causa al estado de una nueya inadmisión, por el sólo hecho de haberse 

omitido el término de la distancia,, ocasionaría un retardo en el proceso, por 

tratarse de una reposición inútil.

Por su parte, la Sentenciadora de instancia estableció en la decisión 

apelada que si bien es cierto que el término de la distancia forma parte del 

debido proceso y su no otorgamiento puede violar el derecho a la defensa, 

dicho Órgano Jurisdiccional no lo concedió en virtud de que las notificaciones 

tardaron más del tiempo prudente y del término de la distancia que 

correspondía.
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En orden al argumento en referencia, esta Sala considera preciso citar el 

contenido del artículo 205 del Código de Procedimiento Civil, cuyo tenor es el

siguiente:

“Articulo 205.- E l término de la distancia deberá fijarse en cada 
caso por el Juez, lomando en cuenta ¡a distancia de poblado a 
poblado y  las facilidades de comunicaciones que ofrezcan las vías 
existentes. Sin embargo, la fijación no podrá exceder de un día por 
cada doscientos kilómetros, ni ser menor de un día por cada cien.

En todo caso en que la distancia sea inferior al limite mínimo 
establecido en este articulo, se concederá siempre un día de término 
de distancia". (Resaltado de la Sala).

Asimismo, con relación'"di' referido término, esta Sala Político- 

Administrativa mediante sentencias Nros. 01455, 0181 y 00921, de fechas 8 

de octubre de 2009, 3 de marzo de 2010 y 12 de junio de 2012, casos: Glani, 

C.A., John Crane Venezuela, C.A., y Sucesión de Ferranti Filiberti Vilvord, 

respectivamente, sostuvo:

..) el término de la distancia es uno de los casos previstos en la ley 
mediante el cual se le autoriza al juez afijar el lapso para permitir el 
traslado de personas o de los autos, conforme a lo dispuesto en el 
articulo 205 del Código de Pródiidtniiento Civil (...).

(...) consiste en aquel lapso que se establece a los efectos de permitir 
el desplazamiento de personas o de los autos desde un lugar a otro, 
cuando la sede del Tribunal en que se deba efectuar el acto del 
procedimiento resultare diferente de aquel donde se encuentran las 
personas o los autos solicitados, con el fin de evitar que el término o 
lapso para la actuación procesal resulte disminuido en la práctica.

Dicho término debe ser sumado al lapso ordinario establecido en la 
Ley para la realización del acto en particular (...).

Además (...) considera la Sala que, excepcional y  prudencialmente, el 
término de la distancia puede ser concedido por el juez en aquellos 
casos y  dependiendo de la circunstancia fáctica particular, en donde 
se pueda afectar de manera flagrante el derecho a la defensa, con la
idea de preservar dicha garantía constitucional

(...) esta Sala considera que no puede hacerse una interpretación 
aislada de la disposición legal prevista en el articulo 205 del Código 
de Procedimiento Civil, (...) debe realizarse una interpretación 
integral y  sistemática de esa disposición legal con los principios 
generales y  demás normas antes mencionadas, es decir, considerar a 
la disposición más allá de su sentido literal, (...) y  debiendo 
entenderse, en primer lugar, que cuando el articulo dice que el lapso 
deberá fijarse ‘en cada caso’, no se refiere a cada una de las 
actuaciones a realizar en el proceso, sino que se refiere al lugar, sitio 
o ubicación geográfica dónde se encuentre la parte que deba 
trasladarse en cada juicio; y  en segundo lugar, que cuando ¡a 
disposición dice 'deberá fijarse’ no se refiere a que el juez tiene que 
fijarlo para todos los actos del proceso o en forma arbitraria, sino 
que el juez está autorizado para fijarlo según su prudente arbitrio y  
de manera razonable, de conformidad con la ley, en armonía con ios 
valores y  principios generales enunciados. Asi se establece”.

De igual forma, en cuanto al otorgamiento del beneficio del término de 

la distancia a la parte apelante domiciliada fuera de la localidad del Tribunal 

de alzada, la Sala Constitucional de este Máximo Tribunal, mediante 

sentencia Nro. 0235 de fecha 4 de marzo de 2011, caso: Transportes Aéreos 

de Maracay, S.A., (TAMSA), señaló lo siguiente:

“(...) Aprecia esta Sala que resulta evidente la omisión en la cual 
incurrió la Sala Político Administrativa de decidir la petición que le 
fuere formulada por la recurrente sobre la determinación del tan 
aludido término de la distancia pues, como ya se indicó, dicho 
solicitud fue presentada en fecha anterior a la sentencia que declaró 
el desistimiento, de modo que ésta debió abarcar la totalidad de los 
alegatos y  pretensión de la parte en la causa con ocasión de la 
apelación interpuesta; en virtud de lo cual esta Sala Constitucional 
estima que la sentencia N° 00554/2009, dictada el 6 de mayo da 2009, 
incurrió en cilra petita o falta de pronunciamiento y  en la consecuente 
vulneración de la doctrina de esta Sala sobre el vicio de 
incongruencia negativa de! fallo; y  asi se decide.

Igualmente se observa que, en la sentencia aclaratoria N° 1.193/2009 
del 6 de agosto de 2009, la Sala Político Administrativa negó la 
revocatoria del fallo N° 00554/2009 y, consecuentemente, la fijación 
del término de la distancia, partiendo del hecho de que, aunque 
expresamente no lo hubiese señalado, para la fecha en la cual la 
empresa apelante lo habla solicitado, hablan transcurrido los quince 
días para la fundamenlacuin más los nueve (9) días que le habrían

correspondido por término fié  distancia-tomando para su cálculo
el domicilio procesal fijadó por su apoderado judicial-, argumento 
que según esta Sala produce inseguridad jurídica e imprime 
incertidumbre a la parle apelante, pues si dicho término no fu e  

fijado por la alzada en su oportunidad no puede luego considerarlo 
vencido, porque nunca existió; tal proceder, por parte de la Sala 
Político Administrativa desvirtúa la finalidad de los términos y  lapsos 
que la ley adjetiva prevé en beneficio de las partes, que no es otra, 
que dar un espacio para que tengan lugar las actuaciones de acuerdo 
con la garantía del debido proceso y  asegurar el ejercicio del derecho 
de la defensa durante el proceso y  por esta vía alcanzar una tutela 
judicial efectiva.

(...omissis...)

En este orden de ideas, considera la Sala que es preciso ratificar su 
doctrina relativa al beneficio del término de la distancia, en la cual 
ha señalado de forma reiterada que este término no sólo se establece 
para los efectos de! traslado de las parles, sino también para la 
adecuada preparación de su defensa (Vid. Sentencia N° 622/2001); 
que se otorga a la parte y  no a sus apoderados (Vid. Sentencia N° 
966/2001); que la falta de previsión del término de la distancia 
respecto del lapso establecido para la formalización de la apelación 
no puede cercenar el derecho a la defensa del apelante que no tiene 
su residencia en la localidad del juicio (Vid. Sentencia N° 
3408/2003); que la revisión del expediente por parte de los 
apoderados judiciales después de la fijación de la audiencia no 
subsana el error del juez de no conceder el referido término (Vid.
Sentencia N° 2433/2007); que la omisión de conceder el término de la 
distancia solicitado por la demandante constituye la violación del 
derecho de la defensa, según lo previsto en el articulo 49 de la 
Constitución (Vid. Sentencia N” 235/2009); y  que es una obligación 
del juez fijar dicho [término conforme lo prevé la ley adjetiva civil 
(Vid Sentencia M6 *07/2009)1‘ !:i '

Por tal motivo, resulta evidente para esta Sala que con la negativa a 
otorgar el término de la distancia a la parte apelante domiciliada 
fuera de la localidad del Tribunal de Alzada, en este caso la Sala 
Político Administrativa de este Máximo Tribunal, se lesionó su 
derecho al debido proceso y  se te colocó en un estado de indefensión, 
pero que además los argumentos que sirvieron de fundamento para 
negarla sacrificaron la seguridad jurídica que ofrece la aplicación de 
la ley en la tramitación de una causa y  en su resolución, por lo que 
estima que la sentencia aclaratoria N° 1.193/2009, dictada el 6 de 
agosto de 2009 por la Sala Político Administrativa, es contraria a la 
doctrina de esta Sala que sostiene la obligación del juez de establecer 
el término de la distancia; y  asi se decide". (Resaltados de esta Sala).

Vistos los anteriores criterios jurisprudenciales y en atención a la norma 

que prevé el término de la distancia como beneficio otorgable a las partes que 

se encuentren domiciliadas fuera de la localidad del Tribunal que esté 

conociendo de la causa, esta Sala -no obstante lo decidido en líneas 

precedentes en cuanto al Órgano Jurisdiccional competente por el territorio- 

en aras de salvaguardar el derecho a la defensa del Fisco Municipal, estima 

que en casos como el que ahora se examina, el otorgamiento del citado 

beneficio comporta una obligación para el Juez conforme a las previsiones de 

la Ley Adjetiva, tal como lo señala la Sala Constitucional de este Alto 

Tribunal en la sentencia parcialmente transcrita.

En el caso bajo examen no se concedió al ente recurrido el término de 

la distancia que le correspondía, en virtud de la distancia que existe entre su 

ubicación (Municipio San Francisco del Estado Zulia) y la localidad donde se 

encuentra ubicada la sede del Tribunal remitente (ciudad de San Cristóbal del 

Estado Táchira), el cual debía ser calculado a efectos de establecer la 

oportunidad para la admisión del recurso contencioso tributario, de acuerdo a 

lo previsto en el precitado artículo 205 del Código de Procedimiento Civil, 

por lo que se estima procedente la denuncia formulada y se revoca en este 

punto el fallo apelado. Así se declara.

Sin embargo, tomando en cuenta -como se determinó supra- que el 

Juzgado competente es el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de 

la Región Zuliana, cuya ubicación geográfica coincide con la del Municipio 

recurrido (pues aunque dicho Órgano Judicial tiene su sede en el Municipio 
Maracaibo del Estado Zulia, éste forma junto con los Municipios San: 

Francisco, Mara, La Cañada de Urdaneta y Jesús Enrique Lossada el Área
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Metropolitana de Maracaibo), ya no se requiere conceder dicho término de ia 

distancia. Así se decide.

Concluido lo anterior, la Sala debe atender a los siguientes 

planteamientos formulados por la representación fiscal para fundamentar su 

pretensión de reposición de la causa, consistentes en la presunta falta de 

aplicación del término especj^j'^jj cuarenta y cinco (45) días continuos 

establecido en el artículo 153 de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal 

de 2010, previo a la “contestación de la demanda", as! como la supuesta 

inobservancia por parte del Juzgado remitente, del artículo 264 del Código 

Orgánico Tributario de 2001, vigente en razón del tiempo, al no solicitar en el 

“auto de admisión" el expediente administrativo. En tal virtud, pasa este Alto 

Tribunal a analizar la adecuación jurídica de lo concluido por el Juzgado a 

quo acerca de estos aspectos, dados los efectos que la constatación de tales 

denuncias supondría para determinar con precisión la etapa a la que deben 

retrotraerse -de ser necesario- los actos procesales.

¡i) Falta de aplicación del artículo 153 de la Ley Orgánica del Poder 

Público Municipal de 2010.

La representación judicial del Municipio San Francisco del Estado Zulia 

afirmó que el Tribunal de instancia debió practicar “la notificación” del ente 

local con fundamento en el artículo 153 de la Ley Orgánica del Poder Público 

Municipal de 2010, otorgándole los cuarenta y cinco (45) días continuos antes 

de la “contestación de la demanda".

En ese sentido, las apod,erad?s en juicio de la contribuyente consideran 

-en la contestación a la apelación dél Fisco Municipal- que no es procedente la 

reposición de la causa al estado de practicarse una nueva notificación, por la

supuesta omisión de computar el término de cuarenta y cinco (45) dias 
referente a la citación que contempla el mencionado artículo 153, ya que el

mismo no se aplica en el procedimiento contencioso tributario.

Se aprecia que el Tribunal a quo indicó en la sentencia interlocutoria 

apelada, que una vez recibido el “recurso de nulidad” procedió a la 

notificación de las partes, de conformidad con el artículo 264 del Código 

Orgánico Tributario de 2001, vigente en razón del tiempo, y luego de 

practicadas las notificaciones de Ley, vale decir, al Alcalde y al Síndico 

Procurador “(•••) de conformidad con el Articulo 155 LOPPM  (sic)” y al 

Fiscal del Ministerio Público especializado en materia tributaria, comenzaría a 

computarse el lapso para admitir el recurso; afirmando además, que las 

notificaciones se ordenaron de acuerdo al Código Orgánico Tributario de 

2001, el cual no establece citación alguna porque en los juicios contenciosos 

tributarios no hay demanda ni contestación, sino que se trata de un recurso de 

nulidad especial en materia tributaria.

Asimismo, la Juzgadora de mérito enfatizó que el artículo 153 de la Ley 

Orgánica del Poder Público Municipal de 2010 “( . . .)  se refiere claramente a 

la citación de la demanda o solicitud que obre contra [el] interés patrimonial 

[del Municipio, por lo que] al no haber demanda ni citación no se aplica" 

(agregados de la Sala), y procede la notificación sin más término que el 

establecido en el artículo 267 del Texto Orgánico Tributario en referencia, 

que prevé:

“Artículo 267.- A l quinto día de despacho siguiente a que conste en 
autos la última de las notificaciones de ley, el Tribunal se 
pronunciará sobre la admisibilidad del recurso. Dentro de este 
mismo plazo la representación fiscal podrá formular oposición a la 
admisión del recurso interpuesto.

En este último caso, se abrirá una articulación probatoria que no 
podrá exceder de cuatro (4) dias de despacho, dentro de los cuales las 
parles promoverán y  evacuarán las pruebas que consideren 
conducentes para sostener sus alegatos. El Tribunal se pronunciará 
dentro de los tres (3) dias de despacho siguientes al vencimiento de 
dicho lapso.

Parágrafo Único: La admisión del recurso será apelable dentro de 
los cinco (5) días de despacho siguientes, siempre y  cuando la
Administración Tributaria hubiere formulado oposición, y  será oida 
en el solo efecto devolutivo. Si el Tribunal resuelve inadmitir el 
recurso se oirá apelación en ambos efectos, la cual deberá ser
decidida por la alzada en el término de treinta (30) dias continuos.

En ambos casos, las partes deberán presentar sus informes dentro de 
los diez (10) días de despacho siguientes al recibo de los autos por la 
alzada". (Destacados de esta Sala).

Ahora bien, conviene traer a colación el contenido del artículo 155 de la 

Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2005, hoy 153 de la Ley 

Orgánica del Poder Público Municipal de 2010, que específicamente se 

encuentra en el Capitulo IV  titulado “De la Actuación del Municipio en 

juicio", el cual dispone:

“Articulo 133,- Los funcionarios judiciales están obligados a citar al 
Sindico Procurador o Sindica Procuradora municipal en caso de 
demandas contra el Municipio, o a la correspondiente entidad 
municipal, asi como a notificar al alcalde o alcaldesa de toda 
demanda o solicitud de cualquier naturaleza que directa o 
indirectamente obre contra los intereses patrimoniales del Municipio 
o la correspondiente entidad municipal.

Dicha citación se hará por oficio y  se acompañará de copias 
certificadas de ia demanda y  todos sus anexos. Mientras no conste en 
el expediente la citación realizada con las formalidades aquí exigidas, 
no se considerará practicada. La falta de citación o la citación 
practicada sin ¡as formalidades aquí previstas, será causal de 
anulación y, en consecuencia, se repondrá la causa. Una vez 
practicada la citación, el sindico procurador o sindica procuradora 
municipal tendrá un término de cuarenta y  cinco dias continuos para 
dar contestación a la demanda.

Los funcionarios judiciales están obligados a notificar al Síndico 
Procurador o Sindica Procuradora municipal de toda sentencia 
definitiva o interlocutoria".

De la norma transcrita se aprecia que las citaciones practicadas al 

Síndico Procurador o Sindica Procuradora Municipal, cuando el Municipio sea 

parte en el juicio, deben obligatoriamente estar acompañadas del libelo 

respectivo y de los anexos consignados por el actor.

Precisado lo anterior, este Alto Tribunal considera pertinente traer a 

colación el criterio que sobre la mencionada citación ha venido sosteniendo 

hasta el presente esta Sala Político-Administrativa y, al efecto, expresó en la 

sentencia Nro. 01641 del 3 de octubre de 2007, caso: Trabajos Industriales y  

Mecánicos, C.A., (TR1MECA), lo siguiente:

“(■•■) Por ¡os motivos antes expuestos y  atendiendo al carácter 
restrictivo con que deben interpretarse las prerrogativas y  privilegios 
procesales concedidas a un eme público, es crilerio de esta Sala que 
la suspensión de la causa de cuarenta y  cinco días solicitada por el 
representante judicial del Fisco Municipal, no resulta aplicable a los 
juicios especiales contencioso-tribuiarios, ya que dicha previsión está 
concebida para otorgar una prerrogativa procesal en el 
procedimiento ordinario, incompatible con la regulación 
procedimental contenida en el Código Orgánico Tributario, la cual 
resulta aplicable al caso de autos dada su vinculación especial con la 
materia debatida, motivo por el cual resulta improcedente el segundo 
argumento alegado por el apoderado judicial del Municipio Colina 
del Estado Falcón. Asi se declara”,

Sin embargo, este Alto Juzgado en un caso en el cual se discutía la 

forma en que debía citarse en los procesos contenciosos tributarios a ia 

Procuraduría General de la República, señaló lo que a continuación se 

transcribe:

“(...) En efecto, se evidencia que el Código Orgánico Tributario de 
2001 no prevé la figura de la citación y  sólo se refiere a las 
'notificaciones de Ley' mientras que el Decreto con Rango, Valor y
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Fuerza de Ley de Reforma Parcial del Decreto con Fuerza de Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República de 2008, sí 
contempla la 'citación ’ en el artículo 81 antes transcrito.

En ese orden de ideas, es importante destacar que si bien en el 
proceso contencioso tributario no se da la oportunidad de la 
contestación de la demanda como en el procedimiento ordinario 
regulado en el Código de Procedimiento Civil, como lo manifiesta el 
Tribunal de Instancia, sí existe la oposición a la admisión del recurso 
interpuesto contemplada en el articulo 267 del Código Orgánico 
Tributario vigente, actuación que en este caso, recae en la 
Procuraduría General de la República y, en tal virtud, resulta 
necesario su emplazamiento, con los recaudos necesarios presentados 
por el actor, por ser la primera oportunidad en que la representación 
de la República comparece en juicio.

De modo que, esta forma particular de notijicación prevista en el 
Código Orgánico Tributario de 2001 no debe entenderse como el acto 

procesal de reanudación de la causa o de simple comunicación toda 
vez que, reitera esta Sala, mediante ella se emplaza al Estado por 
primera vez y, en consecuencia, deben considerarse las prerrogativas 
establecidas a favor de la República en el Decreto con Rango, Valor y 
Fuerza de (...) Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República de 2008.
Por tanto, esta Máxima Instancia aprecia que aun cuando el Código 
Orgánico Tributario de 2001 no lo establezca expresamente, el 
comentado articulo 267 no debe ser interpretado por el operador de 
justicia de manera literal y  aislada, sino en un contexto sistemático y  
armónico con el resto del ordenamiento jurídico, en especial, con las 
disposiciones del Decreto con Rango, Valor y  Fuerza de (...) Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República de 2008 y  más 
acorde con la intención del legislador, que está dirigida a lograr la 
defensa de los intereses de la República involucrados, como ocurre en 
el caso concreto, en protección del Fisco Nacional. Asi se declara”.
(Vid., semencia de esta Sala Nro. 00361 del 19 de marzo de 2014, 
caso: Merck, S.A., reiterada en el fallo Nro. 00694 del 7 de julio de 
2016, caso: Hidalgo Motors,^A.)-

Advierte esta Átáidtí títía cuando la sentencia parcialmente 

transcrita analizó las citaciones a la Procuraduría General de la República en 

los juicios contenciosos tributarios, sin embargo, dicho criterio es 

perfectamente aplicable a la materia municipal y, por ende, a las citaciones 

del Síndico Procurador Municipal. Por consiguiente, se insiste que a pesar de 

que el Código Orgánico Tributario de 2001, aplicable rations temporis y el 

mencionado Texto Orgánico Tributario de 2014, no prevén la figura de le 

citación y sólo se refieren a las “notificaciones de Lty", la Ley Orgánica del 

Poder Público Municipal de 2010 sí establece la "citación" en el artículo 1S3 

antes Feseñado.

En ese orden de ideas, se reitera que si bien en el proceso contencioso 

tributario no se da la oportunidad de la contestación a la demanda conforme 

ocurre en el procedimiento ordinario estatuido en el Código de Procedimiento 

Civil, como lo señala el Tribunal de instancia, no obstante, sí existe la 

oposición a la admisión de la acción judicial contemplada en el artículo 267 

del Código Orgánico Tributario de 2001, aplicable en razón del tiempo 

(redactado en idénticos términos en el artículo 274 de dicho Texto Orgánico 

de 2014), actuación que “(•••) en criterio de la Sa la  resulta  equiparable  a la 

contestación de la demanda en el juicio ordinario, por ser ésta la primera 

oportunidad de la cual dispone la Administración para exponer sus alegatos 

contra el aludido recurso contencioso, siendo fundamental para ello, que los 

límites de la acción estén perfectamente determinados en esa fase del 

proceso" (vid., sentencias de Nros. 01547 y 01805, de fechas 14 de junio y 19 

de julio de 2006, respectivamente, casos: Metanol de Oriente, Metor, S.A.), y 

en este caso, recaía en el Síndico Procurador del referido Municipio.

De allí que resultaba necesario el emplazamiento de dicho funcionario 

con copia de ios recaudos presentados por el actor, por ser la primera 

oportunidad en la que la representación del ente local comparecería enjuicio; 

debiendo además dejarse transcurrir el término de cuarenta y cinco (45) días 

continuos dispuesto en el artículo 153 de la Ley Orgánica del Poder Público

Municipal de 2010, previamente, no ya a la “contestación de la demanda", 

sino al lapso de oposición a la admisión del recurso contencioso tributario,

conforme se ha explicado en líneas anteriores.

Es decir, la notificación prevista en el Código Orgánico Tributario no 

debe entenderse como el acto procesal de reanudación de la causa o de simple 

comunicación sino que por el contrario, éste constituye la oportunidad en la 

cual se emplaza al Municipio y, en consecuencia, se le hace parte del 

procedimiento, debiendo aplicárseles en todo proceso en que dichas entidades 

político territoriales sean parte, las prerrogativas contempladas a su favor en la 

prenombrada Ley.

Por tanto, esta Máxima Instancia considera que aún cuando el Código 

Orgánico Tributario no lo establezca expresamente, el comentado artículo 267 

(redactado en idénticos términos en el artículo 274 del Texto Orgánico de 

2014) no debe ser interpretado de manera literal, sino de manera sistemática y

armónica con el resto del ordenamiento jurídico, en especial, con la Ley
Orgánica del Poder Público Municipal de 2010 y más acorde con la intención 

del Legislador, que está dirigida a lograr la defensa de los intereses de los 

entes locales involucrados, como ocurre en el caso concreto, en protección del 

Fisco Municipal. Así se decide.

Declarado lo anterior, esta Sala modifica el criterio sostenido a partir de 

la decisión Nro. 01641 del 3 de octubre de 2007, caso: Trabajos Industriales y  

Mecánicos, C.A., (TR1MECA), relativo a la citación del Síndico Procurador 

Municipal en los procesos contenciosos tributarios, y establece que las 

citaciones de la interposición de los recursos contenciosos tributarios dirigidas 

al mencionado funcionario, deben ser practicadas según el artículo 153 

eiusdem-, por lo cual, luego de que conste en el expediente la última de las 

notificaciones y citación de Ley relativas a esa fase inicial del juicio, el 

Tribunal Superior de lo Contencioso Tributarlo de que se trate deberá otorgar 

los cuarenta y cinco (45) días continuos previstos en la preindicada 

disposición normativa, a cuyo vencimiento se iniciará el término establecido 

en el artículo 274 del Código Orgánico Tributario de 2014, dentro del cual 

podrá la representación municipal formular oposición a la admisión del 

recurso interpuesto. Así se declara.

En virtud del pronunciamiento que antecede, esta Superioridad advierte 

que el nuevo criterio no puede aplicarse al asunto sub examine, en aras de 

garantizarle a las partes los principios de confianza legítima y expectativa 

plausible, conforme lo ha sostenido reiteradamente la Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo de Justicia, entre otras, en las sentencias Nros. 956 del Io de 

junio de 2001, caso: Fran Valero González y  Milena Portillo Manosalva de 

Valero', 401 del 19 de marzo de 2004, caso: Servicios La Puerta S.A.' y 867 

del 8 de julio de 2013, caso: Globovisión\ por consiguiente, el mismo tendrá 

efectos ex nunc, es decir, se aplicará a los recursos contenciosos tributarios

ejercidos contra actos dictados por la Administración Tributaria Municipal, 
iniciados con posterioridad a la publicación de este fallo en la Gaceta Oficial 

de la República Bolivariana de Venezuela. Así se establece.

Sin perjuicio de los razonamientos vertidos precedentemente, la Sala 

concluye respecto del caso concreto, que si bien el Tribunal a quo no practicó 

la citación del Síndico Procurador del Municipio San Francisco del Estado 

Zulla con arreglo a lo preceptuado en el artículo 153 de la Ley Orgánica del 

Poder Público Municipal de 2010, tal proceder se efectuó conforme a la 

doctrina judicial imperante para ese momento [vid., sentencia Nro. 01641 del 3
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de octubre de 2007, caso: Trabajos Industriales y  Mecánicos, C.A., 

(TR1MECA)]. Por tanto, resulta forzesopara esta Máxima Instancia desestimar 

la denuncia formulada por el representante judicial del Pisco Municipal sobre 

el particular, debiendo confirmarse el fallo apelado en lo atinente a este punto 

en específico. Así se dispone.

iii) Inobservancia del articulo 264 del Código Orgánico Tributario de 

2001, aplicable en razón del tiempo, toda vez que no solicitó en el auto de

adm isión e l expedien te  adm inistrativo.

Manifiesta la parte apelante que el Juzgado de mérito en ei auto de 

admisión del recurso contencioso tributario, no solicitó el respectivo 

expediente administrativo conforme debió hacerlo a tenor de lo dispuesto en 

el Parágrafo Único del artículo 264 del Código Orgánico Tributario de 2001, 

aplicable en razón del tiempo, el cual era indispensable para que se pueda 

evidenciar lo alegado por las partes durante el proceso.

Vale destacar que la norma en referencia es del siguiente tenor:

correspondía realizarse -como en efecto ocurrió- al dar entrada a la acción 

judicial instaurada por la contribuyente Pasteurizadora Táchira, C.A., y no en 

la oportunidad de admitir el recurso, ya que se tratan de dos (2) etapas del 

juicio perfectamente diferenciadas en las disposiciones adjetivas del Código 

Orgánico Tributario. En consecuencia, se desestima esta denuncia del 

abogado del Fisco Municipal y, por ende, no procede la reposición de la causa
di*i li i il* ' ■

en los términos por él aducidos. A sí se decide.

Realizadas las anteriores precisiones, no pasa inadvertido para este Alto 

Juzgado que a través de la decisión interloeutoria objeto de apelaeión, la 

Sentenciadora de instancia dispuso la reposición de la causa a la etapa de 

promoción de pruebas, una vez constase en autos la notificación del Síndico

Procurador del Municipio San Francisco del Estado Zulia, concretamente de

la admisión del recurso contencioso tributario; asimismo, declaró “( ...)  nulo 

lo actuado hasta (sic) la admisión del recurso” y ratificó su competencia 

territorial para el conocimiento del juicio (este último aspecto revocado por la 

Sala).

“Articulo 264.- (...).

Parágrafo Único: Cuando el recurso contencioso tributario no haya 
sido interpuesto en la forma prevista en el parágrafo primero del 
articulo 259 de este Código, e l Tribunal deberá notificar medíanle 
oficio a la Administración Tributaria, con indicación del nombre del 
recurrente; el acto o los actos cuya nulidad sea solicitada; órgano del 
cual emana, y  la materia de que se trate; y  solicitará el respectivo 
expediente administrativo".

Así pues, se desprende de la citada disposición legal que en caso que el 

recurso contencioso tributario no sea interpuesto en forma subsidiaria al 

recurso jerárquico, sino directamente ante el Órgano Jurisdiccional 

competente, éste tiene la obligación de notificar mediante oficio tal 

circunstancia a la Administración Tributaria y solicitar el expediente 

administrativo formado previamente a la emisión del acto impugnado.

Sobre dicho particular, se observa al folio 65 del expediente judicial el 

auto dictado por el Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la 

Región de Los Andes en fecha 7 de enero de 2014, que dio por recibido el 

escrito contentivo del recurso contencioso tributario, el cual es del tenor 

siguiente:

“(...) Recibido escrito contentivo de Recurso Contencioso Tributario 
(...). Se ordéna la r¡qtjficfq\ó^ediante oficio al:

• Síndico Procurador (.. '

• A lcaldef..).

• Fiscal 13 del Ministerio Público de ¡a Circunscripción Judicial del 
Estado Barinas.

En cumplimiento de los Artículos 155 (sic) y  100 de la Ley Orgánica 
del Poder Público Municipal y  del artículo 11 ordinal 2 de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público de la República Bolivariana de 
Venezuela, se le notifica que al transcurrir el lapso de cinco (5) días 
de despacho se admitirá el presente recurso, lodo de conformidad con 
¡o establecido en el articulo 267 del Código Orgánico Tributario. 
Solicítese el expediente administrativo (...)”. (Resaltados de esta 
Sala).

Lo anterior pone de relieve que el Tribunal Superior remitente 

-contrario a lo alegado por la representación fiscal del Municipio- sí ordenó al 

ente local en el auto de inicio del proceso contencioso tributario, la remisión 

del expediente administrativo, librando al efecto el Oficio correspondiente a 

la máxima autoridad municipal (cuya consignación consta en autos a los

folios 68 y 69), el cual fue notificado por correo certificado con aviso de 
recibo emitido por el Instituto Postal Telegráfico de Venezuela (IPOSTEL) 

Región Andina, de acuerdo a lo establecido en el artículo 233 del Código de 

Procedimiento Civil; siendo que el cumplimiento de ese deber procesal

Ahora bien, sobre tal reposición es necesario advertir la imprecisión 

incurrida en el comentado dispositivo al anular lo actuado "hasta" la admisión 

del recurso, pues esa situación supone una contradicción respecto a los 

razonamientos formulados en el fallo examinado, especialmente cuando 

afirmó que “(•••) como esta (sic) en juego el sagrado derecho a la defensa del 

Municipio (...) y  visto (sic) los alegatos de los abogados, se repone la causa 

(sic) la etapa de promoción de pruebas (...)"; de allí que es inapropiado el 

término “hasta”, empleado para delimitar cuáles actos procesales resultan 

nulos por efecto de la reposición de la causa, por lo que esta Máxima 

Instancia entiende que lo correcto es anular lo actuado "desde" la admisión 

del recurso contencioso tributario, ya que, como se ha dicho, el iter procesal 

fue retrotraído al inicio del lapso probatorio y  no a una fase anterior. Así se 

dispone.

Así las cosas y en virtud de lo concluido acerca de la competencia 

territorial del Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región 

Zuliana para el conocimiento del juicio, se ordena remitir el expediente a 

dicho Juzgado a los fines de que una vez sea recibido el mismo, notifique a 

las partes (Alcalde y Síndico Procurador del Municipio San Francisco del 

Estado Zulia, así como a la contribuyente) de su recepción, cumplido lo cual 

deberá continuar con la sustanciación del proceso a partir de la apertura del 

lapso de promoción de pruebas. Así se establece.

Con fundamento en los razonamientos efectuados, esta Alzada declara 

parcialmente con lugar el recurso de apelación ejercido por la 

representación judicial del Fisco Municipal, contra la sentencia interloeutoria 

Nro. 056/14 de fecha 21 de marzo de 2014 dictada por el Juzgado de 

instancia; fallo que se confirma en' lo s  términos de esta decisión, salvo en lo 

atinente a la competencia del Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario 

de la Región Los Andes para conocer y decidir el recurso contencioso 

tributario interpuesto conjuntamente con solicitud de medida cautelar de 

suspensión de efectos por la empresa Pasteurizadora Táchira, C.A., así como 

la improcedencia de! otorgamiento del término de la distancia, lo cual se 

revoca. Así se declara.

Dada la declaratoria parcialmente con lugar de la señalada incidencia, 

no procede la condenatoria en costas procesales en virtud de no haber
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vencimiento total de las partes, conforme a lo preceptuado en el artículo 274 

del Código de Procedimiento Civil, aplicable supletoriamente por remisión 

del articulo 339 del Código Orgánico Tributario de 2014. Así se decide.

Finalmente, se ordena la publicación de esta decisión judicial en la 

Gaceta Oñcial de la República Bolivariana de Venezuela, con el siguiente 

sumario: “Sentencia de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo 

de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, que establece los 

requisitos de obligatorio cumplimiento para las citaciones practicadas al 

Síndico Procurador o a la Sindica Procuradora Municipal, con ocasión de la 

interposición de los recursos contfffciosos tributarios contra los actos 

dictados por la Administración Tributaria Municipal".

VI

DECISIÓN

Por las razones precedentemente expuestas, este Tribunal Supremo de

Justicia en Sala Político-Administrativa, administrando justicia en nombre de 

la República y por autoridad de la Ley, declara:

1.- PARCIALM ENTE CON LUGAR el recurso de apelación ejercido 

por la representación judicial del M UNICIPIO SAN FRANCISCO DEL  

ESTADO ZULIA, contra la sentencia interlocutoria Nro. 056/14 de fecha 21 

de marzo de 2014 dictada por el Tribunal Superior de lo Contencioso 

Tributario de la Región Los Andes, en el marco del recurso contencioso 

tributario incoado conjuntamente con solicitud de medida cautelar de 

suspensión de efectos por la sociedad de comercio PASTEURIZADORA  

TÁCHIRA, C.A., contra la Resolución Nro. SEDEBAT-SF-ZL-RC-2013- 

136 de fecha 8 de noviembre de 2013, suscrita por el Intendente Tributario 

Municipal del Servicio Deseoncentrado Bolivariano de Administración 

Tributaria (SEDEBAT) de la Alcaldía del prenombrado Municipio; que 

dispuso la reposición de la causa a la etapa de promoción de pruebas, una vez 

constase en autos la notificación del Síndico Procurador del referido ente 

político territorial; asimismo, declaró “( . . .)  nulo lo actuado hasta (sic) la 

admisión del recurso" y ratificó su competencia territorial para el 
conocimiento del juicio; en consecuencia:

1.1. - Se CONFIRMA, en los términos de esta decisión, la sentencia 

interlocutoria impugnada en cuanto a la declaratoria de improcedencia de la 

solicitud de reposición de la causa al estado de citar al Síndico Procurador de! 

Municipio San Francisco del Estado Zulia, de acuerdo a lo dispuesto en el 

articulo 153 de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2010, en 

razón de haberse proferido conforme a la doctrina judicial imperante sobre el 

tema para ese momento.

1.2. - Se REVOCA del fallo interloouterio apelado, el pronunciamiento 

relativo a la competencia para conocer y decidir la comentada acción judicial; 

por ende, la COM PETENCIA a objeto de resolver la impugnación en sede 

jurisdiccional del aludido acto administrativo, corresponde al Tribunal 

Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Zuliana al que se 

ORDENA remitir el expediente a los fines de que una vez sea recibido el 

mismo, notifique a las partes (Alcalde y  Sindico Procurador del Municipio 

San Francisco del Estado Zulia, así como a la contribuyente) de su recepción, 

cumplido lo cual deberá continuar cpn la sustaneiación del proceso a partir de 

la apertura del lapso de promoción {le pruebas.

1.3.- Se REVOCA de la decisión interlocutoria objetada, la 

desestimación del alegato fiscal sobre el otorgamiento del término de la 

distancia previsto en el articulo 205 de! Código de Procedimiento Civil.

2. - Se M ODIFICA el criterio fijado por esta Sala en la sentencia 

Nro. 01641 del 3 de octubre de 2007, caso: Trabajos Industriales y  

Mecánicos, C.A., (TRIMECA), relativo a la citación del Síndico Procurador 

Municipal en los procesos contenciosos tributarlos, y se ESTABLECE que 

las citaciones de la interposición de los recursos contenciosos tributarios 

dirigidas al mencionado funcionario, deben ser practicadas según el artículo 

153 de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2010; por lo cual,

luego de que conste en el expediente la última de las notificaciones y citación 

de Ley relativas a esa fase inicial del juicio, el Tribunal Superior de lo 

Contencioso Tributario de que se trate deberá otorgar los cuarenta y cinco (45) 

días continuos previstos en la preindicada disposición normativa, a cuyo 

vencimiento se iniciará el término establecido en el artículo 274 del Código 

Orgánico Tributario de 2014.

3. - Se ORDENA la publicación íntegra de esta decisión en la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, con la indicación del 

sumario siguiente:

“Sentencia de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de 

Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, que establece los 

requisitos de obligatorio cumplimiento para las citaciones practicadas al 

Sindico Procurador o a la Sindica Procuradora Municipal, con ocasión de la 

interposición de los recursos contenciosos tributarios contra los actos 

dictados por la Administración Tributaria Municipal”.

NO PROCEDE condenar en costas procesales a las partes, de acuerdo 

a lo expuesto en este fallo.

Publíquese, regístrese y notifiquese. Remítase copia certificada de esta 

sentencia al Tribunal Superior de lo Contencioso Tributario de la Región Los 

Andes. Envíese el expediente judicial al Tribunal Superior de lo Contencioso 

Tributario de la Región Zuliana. Notifiquese al Alcalde y al Síndico 

Procurador del Municipio San Francisco del Estado Zulia. Asimismo, 

publíquese el presente fallo en la Gaceta Judicial de la República Bolivariana 

de Venezuela, a tenor de lo dispuesto en el artículo 126 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Supremo de Justicia de 2010. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y  sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-
O - /  fi

Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los J
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ríe) días del mes de tP&'fi) de dos mil diecisiete (2017).

Años 207° de la Independencia y 158° de la Federación.

La Presidenta,

.. .Magistrada,

EULALIA COROM OTO GUERRERO RIVERO

La Secretaria,

GLORIA MARÍA BOUQ UEÚJAYAD

Exp. Nro. 2014-0658

EN FECHA DIECISIETE DE MAYO DEL AÑO DOS MIL 
DIECISIETE, SIENDO LAS NUEVE DE LA MAÑANA Y  
VEINTICINCO MINUTOS, SE PUBLICÓ Y REGISTRÓ LA 
ANTERIOR SENTENCIA BAJO EL N° 00569.

La...

http://www.minci.gob.ve

	Sumario
	Ministerio del Poder Popular de Obras Públicas
	Ministerio del Poder Popular para la Defensa
	Ministerio del Poder Popular para la Agricultura Productiva y Tierras
	Ministerio del Poder Popular de Agricultura Urbana
	Ministerio del Poder Popular para Educación Universitaria, Ciencia y Tecnología
	Ministerio del Poder Popular para el Transporte
	Tribunal Supremo de Justicia

